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INVITADOS: Por el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, señor Víctor Rossi, Ministro; e ingeniero 
Pablo Genta, Director Nacional de Transporte. 


SEÑOR PRESIDENTE (Botana).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Transporte, Comunicaciones y Obras Públicas tiene el agrado en recibir al Ministro de 
Transporte y Obras Públicas, señor Víctor Rossi, y al Director Nacional de Transporte, ingeniero Pablo 
Genta, con motivo de considerar algunos asuntos vinculados al peaje en el departamento de Paysandú, 
propuestas de los señores legisladores a la factibilidad del dragado del puerto de Paysandú -en estos temas 
habrá planteos de los señores legisladores de Paysandú-, acerca de la construcción de un puerto de yates y 
casino privado en Punta del Este y una información que proporcionará el señor Diputado Domínguez acerca 
de su visita o su reunión con los transportistas que fueron detenidos en la República Argentina, cuando se 
produjo el corte del pasaje del transporte vinculado a la planta de celulosa. 


Cedo la palabra al señor Diputado Doti Genta para considerar el primer punto del orden del día acerca del 
peaje en el departamento de Paysandú. 


SEÑOR DOTI GENTA.- En primer lugar, quiero agradecer la presencia del señor Ministro Víctor 
Rossi y del Director Nacional de Transporte, ingeniero Pablo Genta en esta Comisión. 


Es cierto que, en su momento, a pedido de la Junta Local de Villa Quebracho y a instancia de los vecinos, 
cuando nos visitó en Paysandú la Comisión de Transporte, Comunicaciones y Obras Públicas a fines de 
agosto, invitamos al señor Ministro. Personalmente le solicité una audiencia, pero sé que la agenda y los 
problemas que tiene el Ministerio a veces imposibilitan su presencia en la Cámara y en la Comisión. 


Sabemos que el señor Ministro se está acercando al departamento de Paysandú porque estuvimos con el 
Intendente de Río Negro el viernes próximo pasado en nuestra ciudad, y nos expresó que había estado en 
Fray Bentos, en el departamento de Río Negro; por lo tanto, creemos que muy pronto lo vamos a tener allá. 
Evidentemente a las fuerzas vivas de Paysandú no solamente les preocupa el tema del peaje, del puerto y del 
dragado, sino también la entrada a Quebracho porque, más allá de que no refiere en forma directa al 
Ministerio, existe inquietud de que esta Cartera pueda realizar algún aporte en cuanto a un convenio que en la 
Administración anterior no fue firmado por las dos partes. 


Me voy a referir ahora al peaje, que en su momento fue muy discutido. He estado leyendo el Diario de 
Sesiones de cuando se trató el tema de la Megaconcesión, y si no lo leí muy apurado, el señor Ministro Rossi 
estuvo en desacuerdo con este tema, por supuesto expresando sus argumentos, pero hoy es una realidad. En 
Paysandú se luchó mucho para que el peaje no se ubicara en el lugar en que se encuentra actualmente. Creo 
que es el único departamento al que el peaje lo parte al medio. Y recuerdo que el grupo que representa el 
señor Diputado Domínguez, en noviembre de 2001 -voy a ser lo más breve posible porque el señor Ministro 
solicitó al Presidente de la Comisión retirarse a la hora 11- hizo un primer intento -cuando todavía no estaba 
construido el peaje- de reunión con los vecinos, que culminó con una asamblea abierta en el salón comunal 
de MEVIR de Lorenzo Geyres, el 8 de diciembre de 2001. Allí se encontraban las fuerzas políticas y sociales 
y se expresaron las distintas posibilidades. La cuestión es que se instala el peaje y, a partir de ahí, Paysandú 
comienza a pagarlo. Hay que tener en cuenta que en general los peajes se ubican en los límites de los 
departamentos, pero en este caso se ubica en un lugar que parte al departamento, aunque es cierto que es una 
zona estratégica. 


En esa reunión del 8 de diciembre, cuando todavía no estaba construido el peaje, se barajó la posibilidad de 
ubicarlo en las Rutas Nacionales Nos. 3 y 26. Sinceramente, me parece que hoy esa no es una solución; no se 
puede romper algo que está en funcionamiento y trasladarlo unos kilómetros más adelante. En ese momento 
yo formulé una propuesta que no es nada novedosa, ya que se aplicaba en Argentina -por lo menos, hasta 
principios de 2005- en las provincias de Entre Ríos y Buenos Aires: a todos aquellos vehículos cuya 
matrícula no pertenecía a esas provincias se les cobraba un peaje diferencial. Es lógico que al concesionario 
no se le puede pedir que no cobre a los vecinos de Paysandú, porque este tiene un cálculo mensual, anual de 
cuáles son sus ingresos y si, en definitiva, se le saca una equis partida -que nosotros no sabemos cuál es-, de 
alguna manera se le debe resarcir. Una propuesta podría ser -puede haber otras- cobrar un diferencial para 
resarcir al concesionario y, por lo tanto, eliminar el peaje a los sanduceros. 


Asimismo, se planteó este tema en una reunión que tuvimos el 30 de agosto del año pasado con Ediles y otros 
integrantes de cooperativas de transporte. Luego, la Comisión de Transporte, Comunicaciones y Obras 
Públicas envió una carpeta ilustrativa entregada por gente de Quebracho sobre un trabajo de urbanización que 
se había hecho en esa localidad, en el que se demostraba con mapas la incidencia que había tenido el peaje en 
cuanto al traslado de la gente de la zona de Lorenzo Geyres al norte, que fue mayor cantidad de la que se 
daba normalmente antes de que estuviera el peaje. Esta es la reflexión que nos merece el tema. Nosotros 
estuvimos de acuerdo con que este peaje estuviera dentro de la Megaconcesión. ¿Por qué? Más allá de todas 
las tranquilidades jurídicas que deben existir en estos temas, el tramo Salto-Paysandú ha servido para que en 
el término de poco menos de dos años, dos tramos que estaban en muy mal estado entre las Rutas Nacionales 
Nos. 3 y 26 y las Termas de Guaviyú, y pasando Chapicuí hasta Salto, hoy estén en el mismo estado que el 
resto de la Ruta Nacional N* 3. Actualmente, una empresa que trabaja para la Megaconcesión está realizando 
el recapado de cinco centímetros de carpeta asfáltica entre el primer puente San Francisco hasta San Manuel, 
hecho que habla a las claras de que la Megaconcesión ha dado sus resultados, más allá del esfuerzo que 
significa para el ciudadano tener que pagar el peaje. 


Alguna de las preocupaciones del señor Ministro en aquel momento -esto no es para entrar en polémica- era 
que la paramétrica podía hacer que los valores del peaje subieran mucho a través del tiempo. Por suerte, en 


algunos casos han bajado $ 0,50 o hasta $ 1; en el caso del de Paysandú también ha bajado algo. Nuestra 
mayor preocupación como Diputado de Paysandú es la posibilidad de que los sanduceros no paguen, no 
porque sean distintos a los otros ciudadanos del país, sino porque creo que es el único peaje que parte al 
medio un departamento y que no está en un límite departamental, donde se justificaría la ubicación y el cobro 
de un peaje. 


En definitiva, me gustaría saber si el Ministerio ha pensado alguna solución para este planteamiento o si la 
situación va a seguir como está al día de hoy. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Voy a tratar de contestar lo más 
concretamente posible a la Comisión y al señor Diputado en particular. 


En la historia de ubicación de los peajes tenemos presente la situación que se ha generado en distintos puntos 
y donde naturalmente los ciudadanos se sienten incómodos con la presencia de esa obligación. También 
tenemos presente las últimas gestiones realizadas por legisladores, fuerzas vivas y vecinos de la zona de 
Quebracho, particularmente, de Paysandú en general y del propio Intendente del departamento, 
preocupándose por cómo se podía encontrar una solución a un peaje que tiene alguna particularidad -como 
bien señala el señor Diputado-, por su ubicación en el centro del departamento, separando la capital de una 
población importante del lugar. 


La historia de la ubicación de los peajes que está, por cierto, enlazada a la Megaconcesión, y más allá de los 
aciertos o de los errores de las valoraciones que se hicieron en el momento de la Megaconcesión, en los 
hechos generó obligaciones que entre otras cosas se respaldan en la capacidad de repago que genera la 
recaudación de los peajes, casi como el único elemento adicional extrapresupuestal. En su historia, la llamada 
Megaconcesión no logró captar un solo peso de recursos extrapresupuestales, como se anunció en su 
momento. Solamente se limitó a funcionar con las transferencias que hizo el Estado de su Presupuesto y con 
la recaudación de los peajes que se incorporaron. 


Ayer, precisamente, anunciábamos en la prensa la firma de una modificación del contrato que dio origen a la 
Megaconcesión. Por lo tanto, formalmente, ahora la Megaconcesión no existe. Ha desaparecido con su 
nombre ostentoso. La Corporación Vial del Uruguay, que de alguna manera es la heredera de la llamada 
Megaconcesión -con esto no estamos inventando nada nuevo porque era realmente la razón jurídica que tenía 
la publicitada mega-, introducirá algunas reestructuras que apuntan a concretar -como informamos en el 
Parlamento- la posibilidad de incorporar recursos extrapresupuestales a lo que es el esfuerzo del Estado. Me 
reconforta que el señor Diputado hable del mejoramiento de algunos tramos pero esas obras, en realidad, se 
han hecho con recursos presupuestales del Estado. Nosotros necesitamos que por distintas vías -para eso fue 
creada la Corporación Vial del Uruguay- se logre captar recursos extrapresupuestales por medio de 
financiamientos -ya se ha podido avanzar en alguno de ellos- y por la vía de la emisión de obligaciones. 
Pretendemos que el capital que pueda existir en el mercado se invierta en obra pública. 


Así que aprovecho para decir esto porque, en realidad, la estructura de peajes que estaba sosteniendo un 
conjunto de obligaciones y de concesiones -muchas de las cuales todavía están vigentes- nosotros la vamos a 
utilizar como sostén, también, del respaldo o de la garantía de repago de las obligaciones que estamos 
emitiendo o asumiendo con esas líneas extrapresupuestales de crédito que la Corporación Vial ha recibido y 
se apresta a seguir recibiendo en los años 2006 y 2007. 


SEÑOR DOTI GENTA.- El señor Ministro dice que las recuperaciones de ruta se están haciendo con 
dinero del Estado. ¿Eso estaba previsto en la ley, mientras la Megaconcesión no generara dineros 
extra? ¿No es ilegal lo que se está pagando a las empresas que están recuperando la ruta? ¿Está bien? 
¿Está mal? 

¿ 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Si fuera legal, no lo haríamos. 
¡Cómo va a ser ilegal! Simplemente, es insuficiente. No podemos atender toda la infraestructura en 
materia vial y la infraestructura que no se atendió durante tantos años -de lo cual vamos a hablar 
porque están incluidos en el orden del día algunos temas vinculados a ello- con los recursos que ya 
resultaban insuficientes antes, si no los incrementamos. 


Por eso la idea de la Corporación Vial del Uruguay, si tenía un objetivo, era captar recursos extra, pero no 
captó ni un solo peso hasta el momento. Ahora hemos preparado las cosas para que cambie la historia. Nos 
jugamos esa apuesta. Tal vez dentro de dos años el señor Diputado nos llame para decirnos que seguimos en 
la misma: le cambiaron el nombre pero no lograron un solo peso extrapresupuestal, y tendremos que asumir 
esa responsabilidad. Lo único que estamos estableciendo es el punto de partida: nosotros heredamos una 
situación en la que había una serie de concesiones y de obras comprometidas que se respaldaban en las 
recaudaciones previstas por quince años. Ahora estamos reestructurando sobre la base de que, si necesitamos 
más recursos, lamentablemente no estamos en condiciones de decir que sacamos los peajes acá y allá. Por eso 
digo: no vamos a sacar los peajes. Lo que queremos es ir analizando situaciones, con mucha responsabilidad, 
para ver de qué manera podemos, sin debilitar el respaldo imprescindible que nos permita mayores 
posibilidades de inversión, atender las aristas más injustas, más hirientes y arbitrarias. 


En ese sentido, nosotros estamos haciendo un estudio sobre peajes, pero como se comprenderá, si nosotros 
hacemos un anuncio para un peaje, naturalmente se despiertan las legítimas inquietudes de todos los 
ciudadanos en todo el país. Yo he visto en la prensa de Paysandú algún comentario hecho por algún 
integrante del Partido de Gobierno que realmente nos preocupó, no porque no fuera cierto, sino porque 
implica levantar la perdiz antes de tiempo, agitar el tema sin una solución concreta. 


Yo tengo una hojita acá que se puede copiar y que contiene elementos sobre el peaje de Quebracho. Estamos 
estudiando los peajes, pero no queremos crear expectativas antes de decir que, entre todas las opciones, 
podemos hacer tal cosa para contemplar de alguna manera la situación que los vecinos de Quebracho tienen 
planteada. 


Es cierto que se genera una situación especial. Nosotros hemos estado analizando también otros peajes. Es 
verdad que Quebracho es una localidad importante que está separada de la capital. Tenemos estudiado cuál es 
la cantidad de personas que utilizan el peaje con ese sistema especial, en función del cual pagando una 
determinada tarjeta, tienen la posibilidad de hacer viajes ilimitados. Hemos estudiado la cantidad de personas 
que utilizan las bonificaciones que todos los peajes tienen para quienes residen o trabajan dentro de un área 
de diez o de veinte kilómetros de la zona del peaje. También tenemos los elementos de extensión que serían 
necesarios, porque ni Quebracho ni Paysandú están dentro de un radio de veinte kilómetros sino a algo más 
del peaje. 


Estamos manejando alguna idea para ver si podemos hacer el tratamiento del peaje de Paysandú más 
equitativo, más parecido al tratamiento de los peajes en general. Pero como hay otras situaciones que se 
generan alrededor de otros peajes y que por tanto debemos tomar en cuenta globalmente, ese estudio, 
necesariamente, lo estamos haciendo sobre Quebracho y sobre otros puntos, para ver si podemos mejorar 
algún aspecto del funcionamiento de los peajes, sobre esta base que decía al principio. Ustedes habrán 
escuchado que el Presupuesto solo alcanza al 50% o 55% de las inversiones en obra pública que 
considerábamos necesarias para este Período. Cuando vinimos a la Comisión de Presupuestos, dijimos a los 
legisladores que queríamos buscar los caminos para cubrir esa diferencia entre los créditos autorizados o 
necesarios y los topes, en vez de resignarnos pasando la raya tradicional y descartando todo lo que quedara 
por debajo, por falta de recursos. 


Emparentado con lo que estamos comentando, este es uno de esos caminos para ver si podemos lograr 
recursos que nos permitan, no solo el mantenimiento de la red vial, sino avanzar en inversiones que se 
necesitan en otros sectores de la infraestructura. 


Es cierto que Paysandú también tiene otras necesidades. Lo tenemos presente y lo hemos hablando con el 
Intendente Municipal de ese departamento. Creo que estamos teniendo la preocupación -esa es la orientación 
del Poder Ejecutivo, del Presidente de la República- de tener un relacionamiento no solo cordial sino de 
socios con los Intendentes. Necesitamos trabajar juntos. Los problemas que tiene el país en materia de 
infraestructura son del Ministerio de Transporte y Obras Públicas pero también de las Intendencias 
Municipales. Y si al Ministerio le faltan recursos, a las Intendencias también. Se trata de ver cómo nos 
podemos ayudar para que, en la medida de lo posible, podamos realizar algunas obras que a veces son 
prioridades nuestras y en otros casos de ellos. 


La visita que hicimos a Río Negro y seguramente la visita que haremos a otros departamentos tiene ese 
sentido: recorrer y ver juntos. En el caso de Paysandú no hemos ido, pero hemos conversado con su 
Intendente. Hay alguna obrita que no es grande pero que puede tener significación, que se está realizando y 


que de alguna manera estaba fuera de libreto. Es el caso de la rotonda de Vidalín, la famosa rotonda de 
acceso a Durazno: es una obra de mejoramiento, no estratégica, pero que hace al estado de ánimo que 
necesitamos tonificar los uruguayos. 


En el caso de Paysandú, sabemos lo de la entrada a Quebracho. Los acuerdos, los compromisos o los 
convenios que existieron y que se firmaron o no se firmaron -porque no los tenemos- son otras cosas. De 
todos modos, hemos hablado con el Intendente sobre cómo podíamos realizar, ya no la carpeta asfáltica a que 
aspiraba Paysandú, sino un tratamiento que permita contemplar en algo las necesidades. Ese tratamiento no 
lo podemos hacer solos, porque se trata de un camino largo que cuesta mucha plata; sí lo podemos hacer en 
conjunto. 


De manera que se quedó en discutir en qué tramos se haría una u otra cosa y cómo se aseguraría el 
mantenimiento de esa entrada a Quebracho, que es muy importante para esa localidad, pero que no está 
dentro de la jurisdicción nacional del Ministerio de Transporte y Obras Públicas. 


SEÑOR DOTI GENTA.- Yo integro el Partido Nacional y no pretendo hablar bien de la 
Administración del anterior Ministerio de Transporte y Obras Públicas. Quienes nos visitan me 
podrán aclarar -porque hoy están en esa Cartera- cuál es la situación. 


Ahora bien; quienes vivimos al norte del país vimos que sin la Megaconcesión se hizo carpeta asfáltica y el 
ensanche de puentes, desde la Ruta N* 1 y la Ruta General Artigas hasta la ciudad de Artigas. Reitero que 
estoy hablando de antes de la Megaconcesión, es decir, durante los últimos 6, 7 u 8 años y creo que eso fue 
hecho con recursos del Estado. Entonces, pienso que hay que reconocer todo eso; y no fue precisamente 
durante la gestión de un Ministro de mi Partido. 


Digo esto porque -con todo respeto- de las palabras del señor Ministro que está aquí presente se desprende 
que recién se empiezan a hacer obras con la Megaconcesión y aquí no voy a hablar del resto del país. Hablo 
de lo que uno continuamente recorre: en verdad hace sesenta o setenta años los puentes eran unas trampas; 
hoy todos están ensanchados y eso se hizo antes de la Megaconcesión. No sé si algunas de esas obras se han 
hecho con préstamos del BID, pero esto demuestra que el Estado también se preocupó -reitero- antes de la 
Megaconcesión. También hay tramos importantes de la Ruta N* 3 que fueron realizados con carpeta asfáltica. 


Menciono estos dos casos, porque eran tramos que estaban pedidos desde hacía muchos años y no se 
concretaban, para dejar sobre la mesa que el anterior Ministerio verdaderamente realizó muchas obras en la 
Ruta General Artigas, en el tramo que va desde la Ruta N* 1 - donde comienza la Ruta General Artigas, o 
termina- hasta la ciudad de Artigas. 


También el departamento de Paysandú hizo muchos convenios con el Ministerio, por supuesto que con 
contrapartida de la Intendencia Municipal, estando quien habla en la Comuna. En la misma medida -no soy 
quién para decirlo-, se hicieron esos cinco kilómetros de la entrada a Quebracho. En su momento, hicimos un 
convenio con el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, en virtud del cual la Cartera aportaba el insumo y 
la Intendencia hacía la obra, o viceversa. 


Téngase presente que desde el año 1996, la Intendencia Municipal de Paysandú es una de las pocas que tiene 
una planta de carpeta asfáltica. Entonces, creo que la obra se puede realizar -no digo fácilmente- en convenio 
con el Ministerio de Transporte y Obras Públicas. Con esto no quiero decir que lo deben hacer; simplemente 
son cosas que se hicieron en el pasado y, probablemente, como decía el señor Ministro, lo harán en el futuro 

con Paysandú y con otros departamentos. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Tal vez no sea la intención del señor 
Diputado, pero me parece que vale la pena que quede claro que en este país, en materia de 
infraestructura vial, se ha hecho mucho a lo largo de la historia. El país tiene una red vial que es un 
privilegio en su desarrollo... 


SEÑOR TROBO.- Principalmente a partir de Giannattasio. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Sí. Decía que es un privilegio en su 
desarrollo con relación a lo que es el resto de América. Por cierto que de ese desarrollo vial -esto lo 
hemos reiterado, e inclusive figura en las versiones traquigráficas del Parlamento-, el mantenimiento 
de la red primaria es bueno y muy bueno. Es verdad que no sólo existe red primaria, sino secundaria, 
terciaria, caminos departamentales y caminos rurales. También es cierto que prácticamente todo el 
presupuesto de inversiones del Ministerio de Transporte y Obras Públicas se iba en vialidad. Entonces, 
en los últimos cuatro años no hubo un solo peso, un solo dólar de inversión, por ejemplo, para el 
mantenimiento portuario. Y en algunas inversiones que estaban previstas y votadas por el Parlamento 
desde hacía muchos años, como la prolongación del muelle de Fray Bentos, el expediente se paraba y el 
dinero se dirigía a vialidad. Por lo tanto, reconocemos lo que se hizo; y todo fue con dinero del Estado 
uruguayo o con préstamos recibidos de los organismos multilaterales, con respaldo del Presupuesto del 
Uruguay. Eso es así. 


Ahora bien: en esta etapa nos planteamos, por un lado, ver si encontramos caminos para tener recursos 
extrapresupuestales, porque después de 2002, Uruguay quedó con un Presupuesto muy restringido y para 
arrancar necesitamos un empujón fuerte, desde el punto de vista económico, que representa inversiones que 
no podemos hacer, porque no alcanza la plata. Y para buscar esos recursos extrapresupuestales estamos 
recorriendo estos caminos que hemos mencionado. 


Por otra parte, queremos que en la medida en que se logren esos recursos, se distribuyan en atender los 
distintos rubros que hacen a la infraestructura, para posibilitar un camino de desarrollo sostenido del país. 
Adviértase que para tener una vialidad aceptable, el Puerto del Buceo está con una cinta amarilla porque se le 
cayeron pedazos de hormigón a la bahía por falta de mantenimiento; o nos faltan marinas cuando hay dos en 
el puerto oficial de Punta del Este -el único que existe hoy por hoy- que están fuera de uso; o tenemos el 
puerto de La Paloma aterrado o el puerto de Paysandú en las condiciones sobre las que conversaremos dentro 
de un rato. 


SEÑOR TROBO.- Me consta que el señor Ministro tiene poco tiempo y no quiero agregar temas a la 
discusión. Pero ayer el Ministerio proporcionó la información pública, que conocemos a través de lo 
que hemos leído en la prensa escrita o escuchado en la radio y en la televisión en las últimas horas. Al 
respecto, me interesaría tener algún dato que nos graficara claramente cuáles son las expectativas del 
Ministerio en materia de inversiones con participación del sector privado, a través de la Corporación 
Vial del Uruguay. 


Asimismo, hay un punto que está referido al tema de los peajes -ese instrumento de forma de recaudación 
para financiar las obras del Ministerio-: ¿qué perspectivas tiene la Cartera en materia de emisión de 
obligaciones negociables de la Corporación Vial del Uruguay? ¿Cuál es el volumen de obligaciones que se va 
a emitir y qué recursos ingresarían al Ministerio para fortalecer el presupuesto de inversiones? Dado que 
cuando tratamos el Presupuesto, el Ministerio planteó que en el futuro vería qué niveles de inversión podría 
comprometer en virtud de los posibles accesos a créditos internacionales o a aportes del sector privado a 
través de la capitalización de la Corporación Vial del Uruguay, quiero saber cuáles son las obras que, a juicio 
del Ministerio, tienen prioridad. Hemos visto que el anillo colector de Montevideo es una prioridad y algunas 
otras obras también han sido públicamente señaladas como tales. No obstante, hemos hecho referencia a otras 
obras en anteriores oportunidades en que el señor Ministro estuvo presente, como el caso de las Rutas N* 7 y 
6, que son un desastre -sería bueno que las recorriera, aunque tendrá que hacerlo en un jeep y no en auto; 
aclaro que no es un cargo al Ministerio sino una constatación de la realidad-, sobre todo después de las 
lluvias de enero, que fueron bienvenidas para el sector agropecuario, pero para el sector vial han resultado 
desastrosas en esa zona del país. Día a día vemos cómo están cayendo esas rutas, especialmente la Ruta N* 7, 
por el impacto que tiene el transporte de madera, ya que muchas veces se transita por allí para eludir los 
peajes de la Ruta N* 8. Creo que el tema del transporte en ese corredor tan importante para el Este y Noreste 
del país es realmente una prioridad. Me gustaría escuchar que entre las perspectivas que tiene el Ministerio, 
en el marco de las preguntas que realicé sobre el aumento de los volúmenes de inversión, hay una visión de 
encarar este tema, porque dentro de tres o cuatro años, será muy tarde; seguramente, será trillos en ese 
momento. 


SEÑOR DOMÍNGUEZ.- Creo que el señor Ministro ha sido muy claro con respecto al tema del peaje, 
lo que es muy importante en esta primera etapa del encuentro del día de hoy. 


Quiero reafirmar la necesidad de seguir trabajando con un criterio de creatividad porque, de acuerdo con lo 
que está planteando el señor Ministro, no nos queda otra. Se agregaría lo que manifiesta el señor Diputado 
Trobo con relación a las posibilidades de que realmente haya inversión y la Corporación pueda recibir 
asistencia. Como dijo el señor Ministro -nosotros lo hemos visto-, no ha habido un solo peso que se acercara 
a las inversiones, principalmente para la zona en la que estamos. Hay que tener en cuenta que, como ha dicho 
decenas de veces el ex Ministro Cáceres aquí, en realidad, lo único que funciona bien es Consorcio del Este, 
en los peajes del Este, que tiene una entrada importante. 


Quiero reafirmar la necesidad de que el peaje de Paysandú tenga una solución. Este no es un ejercicio verbal; 
creo que tenemos que buscarle la solución. Indudablemente, se trata de una situación difícil y sabemos que el 
Ministerio la maneja. En realidad, esta situación nos trae enormes perjuicios. Estamos viendo que para el 
funcionamiento del país productivo que tanto necesitamos, esas dificultades son reales. Nosotros estamos 
arreglando maquinaria y dando trabajo a otros. Está bien, porque todos estamos dentro del Uruguay, pero el 
departamento se ve afectado porque trabajan mucho más los talleres de Salto, precisamente, porque pueden 
trasladarse con facilidad para la reparación de maquinaria de todo tipo. 


Es recaudador el lugar donde está el peaje. Evidentemente, hay que buscar un equilibrio, sobre todo, por las 
pruebas que nos da el señor Ministro de la tremenda necesidad de recaudar que tenemos para el 
mantenimiento de las rutas. No obstante, refuerzo el planteo y la gran preocupación en cuanto a que se 
encuentre una solución en los términos de ubicación, de una salida que nos permita decir que no hay un 
impedimento importante para que se desarrolle todo lo que estamos necesitando. Digo esto porque estamos 
afectados comercialmente, sobre todo el turismo -Paysandú está tratando de enfocar muy bien este tema y ha 
dado pasos muy importantes en ese sentido- y el sector agropecuario. 


Quiero reiterar y reafirmar la necesidad de estar a la orden del Ministerio para que, junto con los Diputados 
del departamento, colaboremos en todo lo que tenga que ver con salidas que, evidentemente, estén en el 
marco de esa realidad, cuidando el poco presupuesto que tenemos, pero también atendiendo esa cuestión 
política que es de vital necesidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a ceder la palabra al Ministro Rossi, a la señora Diputada Peña 
Hernández y al señor Diputado Doti Genta, en ese orden. Y voy a hacer un pedido a todos: que 
tratemos de ajustarnos al orden del día, en la medida en que estamos planteando temas importantes, 
de amplitud grande y medulares en lo que hace a la política de obras públicas del país. Seguramente, 
esto insuma más tiempo del que necesitaríamos para tratar estos temas, que son objeto del trabajo de 
la Comisión desde, por lo menos, hace tres o cuatro meses. Entonces, adicionar temas nuevos atentaría 
contra las expectativas de respuesta que esta Comisión tiene en la función de control del Poder 
Legislativo. 


Tiene la palabra el señor Ministro. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Si al señor Presidente no le parece 
mal, escucharía a los señores Diputados y, después -en todo caso-, haré un comentario para finalizar. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- En la misma línea de lo que viene planteando el resto de los señores 
Diputados, quiero hacer referencia a la problemática de los peajes, no solo en Paysandú, sino en todo el 
país, y a la utilización del resto de las carreteras por parte de los camiones con exceso de peso. En ese 
sentido, el señor Diputado Trobo mencionaba a la Ruta N” 7; conjuntamente con el planteamiento de 
los compañeros, quiero saber si habrá posibilidades de establecer balanzas móviles a lo largo de ese 
tipo de carreteras para poder mantener, por lo menos, las de riesgo asfáltico, que son las que más daño 
sufren por el sobrepeso de los camiones. Asimismo, deseo saber si se podrá proteger esos puentes tan 
viejos que tenemos, que no resisten las cargas que actualmente están transitando sobre ellos. 


SEÑOR DOTI GENTA.- Con relación al peaje de Paysandú, quiero saber si en ese estudio general está 
previsto cobrar una diferencia a los vehículos con matrícula extranjera para eliminar de su pago a los 
sanduceros. 


Hoy no terminé la reflexión anterior. En esa reunión que mantuvimos se acercó información de gente de 
Quebracho a través de una nota en la que se expresó que con el cobro de unos US$ 0,20 más a los vehículos 
con chapa extranjera durante todo el año se subsanaría el tema; hay que pensar que solo en los meses 
estivales pasan gran cantidad de vehículos argentinos. Evidentemente, al concesionario no le podemos pedir 
que no cobre a los sanduceros, porque pesan en su presupuesto. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Voy a empezar por este último tema. 


No tenemos la evaluación de cuánto podría rendir establecer precios de peaje diferencial, pero esto nos 
podría crear otras dificultades. ¿Por qué? Porque, más allá de los dolores, existen determinados acuerdos 
internacionales que nosotros tenemos la voluntad de respetar. En ese sentido, la reciprocidad es la base de 
esos acuerdos. Es cierto que estamos en un momento tal que si decimos eso, a diario se nos presentan miles 
de ejemplos en los que ese mecanismo no funciona. 


Lo que quiero decir al señor Diputado respecto a esta materia es que entre las alternativas que estamos 
manejando buscamos algunas que puedan tener en cuenta lo particular. Esas alternativas están emparentadas 
con la idea que tiene el señor Diputado, aunque no se trate de una tarifa diferencial a los coches extranjeros. 
Vamos a trabajar, tomamos en cuenta la sugerencia; pero se nos ocurre que de inmediato tendríamos como 
respuesta que los vecinos aplicaran peajes diferenciales, no solo a los vehículos particulares sino también a 
los camiones uruguayos que circulen en Brasil y Argentina. Hasta hace muy pocos días estuvimos peleando 
contra esos peajes, porque pasaba eso, y el problema es su repercusión. 


SEÑOR DOTI GENTA.- ¿Esos peajes se quitaron en Argentina? Desde el año 2001 hasta principios de 
2005 viajé por razones laborales a Buenos Aires y los autos, las camionetas y los camiones con chapa 
extranjera pagaban una diferencia importantísima. Digo esto porque en definitiva la reciprocidad 
puede no darse, tal como está pasando con otro tema. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Admito que este no es un momento 
en el que estas cosas tengan el valor que deberían tener. No sé si se quitaron los pagos diferenciales 
pero, por lo menos, el compromiso existe; habrá que verlo. 


El otro aspecto que quiero señalar es que, efectivamente, nosotros tenemos que canalizar el transporte de 
carga por determinadas rutas especialmente preparadas. A esos efectos, entre los programas que hay existe 
una inversión importante para arreglar y ensanchar puentes -inclusive en la Ruta N* 7, que tiene tantos 
problemas-, pensando en el futuro. 


Cuando concurrimos al Parlamento en la instancia del Presupuesto, manifestamos algunos problemas que 
teníamos con las balanzas móviles; algo hemos avanzado y ahora hay una certificación. De todas maneras 
tenemos que mejorar lo relativo a la utilización de las balanzas para desalentar en una forma mucho más 
persistente las trampitas que se dan en todo el país y que a veces resultan casi increíbles. Me refiero, por 
ejemplo, a que metan brutos camiones por callecitas para evitar el peaje de Cufré en la Ruta N* 1; pasan hasta 
por arriba del cantero. Los camiones se meten por una callecita de tierra y atraviesan los canteros de la 
avenida para ahorrarse el peaje. Lo que hay que saber es que seguramente el que se ahorra el peaje no es la 
empresa sino el camionero. Se trata de un incentivo muy chiquito para la empresa, pero muy grande para el 
que conduce. Es por eso que hay que tomar una serie de medidas que les compliquen la vida. 


En cuanto al planteo del señor Diputado Trobo, en términos generales quiero decir que tenemos tres líneas de 
trabajo. Una es asegurar la carga para el desarrollo productivo y forestal, y para eso hay un corredor elegido 
que va de Este a Oeste, que fundamentalmente atraviesa el sur, no únicamente porque la carga forestal esté 
allí. Esto se complementa con el esfuerzo por poner en funcionamiento el ferrocarril de carga, y lentamente 
se está logrando algún efecto. 


Otra línea de trabajo sería la complementación del acceso Oeste a Montevideo, y alguno puede pensar que se 
trata solo de un tema turístico, pero con el colector perimetral se va a interconectar el país, facilitando la 
llegada al Puerto de Montevideo. 


Y, por último, encaramos el tema de los puertos, empezando por los comerciales y públicos. Está el puerto de 
Montevideo, hablamos ya del puerto de Fray Bentos y nos vamos a referir al de Paysandú, así como a 
algunas otras interrogantes planteadas relativas a la potencialidad de desarrollo real, posible, ahora, del 
puerto de La Paloma. 


Algunas de estas cosas hoy ya están en marcha y otras podrán llevarse adelante en la medida en que existan 
los recursos para ello. Hemos pensado en líneas especiales de financiamiento, de crédito a la Corporación 
Vial y en la emisión de Obligaciones, en forma gradual, que en una primera etapa sería de US$ 80:000.000. 
Esto dependerá de una resolución que tome la Corporación Vial en función de la realidad del mercado; son 
obligaciones a colocar en Bolsa y nos parece que va a ser una ayuda muy importante para las inversiones del 
período 2006-2007. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pasamos a considerar ahora el segundo tema del orden del día: la factibilidad 
del dragado del puerto de Paysandú. 


SEÑOR DOMÍNGUEZ.- Si hay algo que debemos resaltar es que, a pesar de que nosotros en Paysandú 
estamos solicitando la presencia del Ministerio y, por supuesto, del señor Ministro, no desconocemos - 
algo que además ha sido motivo de prensa- que el Intendente del departamento ha mantenido 
reuniones. Nos hemos enterado de la preocupación del Ministerio y estamos trabajando en torno a la 
posible propuesta del Gobierno. Esto es muy importante porque durante mucho tiempo no tuvimos 
ningún tipo de respuesta vinculada al funcionamiento fluvial y portuario, y menos respecto al dragado, 
que es un tema muy serio. La situación del dragado se arrastra desde hace años; la crisis argentina ha 
hecho que no se hayan cumplido los acuerdos por los que nosotros balizamos y ellos dragan. Los 
contactos que se han hecho con legisladores de Entre Ríos han puesto de manifiesto que en este 
momento tienen el presupuesto para empezar a dragar y, principalmente atacar el fenómeno del 
puerto de Concepción del Uruguay. Más allá del lío que tenemos con los argentinos, existe un 
relacionamiento fluido. Entiendo que el conflicto es una gran cortina de humo para muchas cosas que 
se vienen trabajando con los legisladores argentinos, fundamentalmente los de Entre Ríos, con los que 
tenemos relación, así como el Intendente y otras autoridades del departamento. En este sentido, 
necesitamos respuestas respecto a lo que va a pasar con el puerto de Paysandú, no sobre el diagnóstico, 
porque en el departamento hay organizaciones sociales que trabajan desde hace años y tienen un 
conocimiento pormenorizado de la problemática del puerto. Inclusive contamos con la presencia del 
Director Nacional de Hidrografía, ingeniero Juri, y estuvimos observando la plataforma y analizando 
si resistiría el peso de las grúas que es necesario instalar allí. Además, por primera vez tenemos en 
marcha el cercado del puerto, que es una medida de seguridad muy importante, que no existía. El 
puerto había sido diezmado, al igual que muchos lugares públicos en los que no existe seguridad. 
Ahora tenemos una buena iluminación y el cerco que ya se empieza a construir. 


Sabiendo que el Ministerio está trabajando en estos temas, ¿cuáles son las propuestas concretas que existen? 


En cuanto al relacionamiento con Argentina, parecería que los cuatro pasos hasta Fray Bentos van a ser 
dragados; nosotros agregábamos que tenemos la posibilidad de introducirnos por la parte de Casablanca, 
donde no tenemos mayores problemas de profundidad. Nos quedan algunos pasajes que también han sido 
estudiados, que son de 90 metros y aunque son rocosos, son de fácil mantenimiento. Así, tendríamos en 
condiciones la llegada al puerto de Paysandú, para levantar cargas con barcos de cierto porte, por supuesto 
que no de ultramar. A veces se habla de barcos de ultramar sin saber que hoy este tipo de embarcación mide 
320 metros y tiene 17 metros de profundidad; estamos pensando, por ejemplo, en un ANCAP [X, que es el 
que lleva el combustible. Sabemos que ANCAP está por rehacer su puerto, que está abandonado, para recibir 
allí el combustible y no en la boya, que es muy peligroso. El ANCAP IX es un barquito que tiene 100 metros 
de eslora y que es del tipo de los barcos de cabotaje que, a nuestro juicio, pueden funcionar en el río Uruguay 
junto con las barcazas, lo que ya se está haciendo. 


Nos preocupa todo lo relacionado con el desarrollo fluvial desde Fray Bentos a Paysandú, porque tenemos 
una carga definida de cítricos, de granos y de otra gran cantidad de productos. Quizás haya que determinar - 
ya lo estamos charlando principalmente con las empresas de cítricos- qué oferta hay, para tener claro cuándo 
se comienza, etcétera. 


Hay dificultades en la zona desde el punto de vista de las barcazas. Todo el mundo pregunta por qué no 
arrancamos con las barcazas, pero no hay en la zona. Ese es un problema serio: no hay barcazas en toda la 
hidrovía Paraná y menos en lo que es el funcionamiento fluvial del río Uruguay. Las pocas que existen están 
funcionando a "full", transportando la soja boliviana y paraguaya a Nueva Palmira. Es bastante voluminoso; 
hay que ir a Nueva Palmira y ver cómo está funcionando y cómo están saliendo los productos por allí. 


Las perspectivas que se abren a este respecto tienen vinculaciones medioambientales y demás. Se está 
empezando a hacer la represa de Garabí, en Brasil, y tenemos temor de que haya una falta de caudal para la 
represa de Salto Grande. Allí está pendiente una esclusa pasabarcos y su construcción parecería una 
extraordinaria aventura, pero si tuviéramos un funcionamiento claro pienso que el propio Brasil estaría 
trabajando para que esto fuera un hecho, porque a la ribera brasileña del río Uruguay le sale mucho más 
barato sacar sus productos por allí que por Río Grande. Quiere decir que hay una perspectiva fluvial en la que 
Paysandú aparece claramente como un punto nodal y en ese sentido se necesitaría un empujón del Estado, del 
Gobierno. 


SEÑOR DOTI GENTA.- Como soy un poco ansioso, llamé por teléfono y quiero confirmar -no porque 
el señor Ministro no lo vaya a hacer- que se sigue cobrando el peaje diferencial en Argentina. Eso es 
para que se tenga en cuenta cómo ha sido la reciprocidad en los últimos años. 


El lunes de noche se reunió la CIPUP, que es una Comisión que viene trabajando por la reactivación del 
puerto de Paysandú y yo envié al Ministerio por fax un cuestionario preparado por dicha Comisión, que tiene 
mucho conocimiento sobre el tema porque ha trabajado intensamente en ello durante estos diez años. No sé si 
todas las preguntas pueden ser respondidas por el señor Ministro, porque algunas tienen que ver con otros 
temas, por ejemplo, con SOHMA, que involucra a la CARU. 


Comparto lo que dijo el señor Diputado Domínguez, en el sentido de que hace veinticinco o treinta años 
Paysandú era un puerto importante de salida de producción y no tenemos por qué pensar que eso hoy no sea 
posible. Es cierto que en las anteriores Administraciones siempre se decía que para hacer el dragado primero 
había que demostrar que había producción para sacar. Yo estuve en un organismo que trabajó sobre este tema 
y avanzó en un posible préstamo en dinero involucrando a la CARU; pienso que el dragado es fundamental, 
porque en el caso de Paysandú -lo decía el señor Diputado Domínguez- hay muchas posibilidades de cargas 
provenientes del noroeste del país. Lógicamente, hay que invertir, porque el puerto tiene muchos años y su 
infraestructura no está acorde con las necesidades actuales. Por eso, una de las preguntas tiene que ver con un 
informe del Ministerio acerca de la situación estructural del puerto, porque en eso se basa la factibilidad de 
instalar grúas portacontenedores de determinado tonelaje. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Agradezco que me hayan hecho 
llegar las preguntas que elaboró la CIPUP, que incorporan una serie de temas, algunos relacionados 
con el Ministerio y su responsabilidad y otros que no lo son. Esto nos permite abordar de forma mucho 
más concreta los múltiples puntos que se han manejado respecto al puerto de Paysandú, a la política 
portuaria del litoral, etcétera. 


Pienso que podemos ir abordando las preguntas, sin perjuicio de que después se generen algunos comentarios 
más generales. 


CIPUP pregunta: "Los $ 15.858 previstos en el nuevo Presupuesto Nacional para 'arreglo del muelle', ¿son lo 
único previsto? ¿Para el dragado no hay nada?". La respuesta es la siguiente. Para reparaciones en el puerto 
de Paysandú hay previstos en el Presupuesto $ 15:858.000 y también $ 8:000.000 para estudios de 
profundización del dragado del río Uruguay. Pero claro está que estas dos cifras son insuficientes para 
resolver todos los problemas que están planteados respecto a la rehabilitación del funcionamiento del puerto 
de Paysandú. Más tarde desarrollaremos la respuesta de cómo resolver el mejor funcionamiento y 
equipamiento del puerto, pero el tema del dragado ha sido abordado desde hace muchos años por la Comisión 
Administradora del Río Uruguay. Inclusive, uno de los acuerdos radica en que no puede haber un dragado 
unilateral de los países. Nosotros podemos profundizar en cuanto a los problemas que están planteados, 
porque hay un proyecto general de dragado aceptado por todas las partes y porque hay una voluntad de 
financiamiento -me refiero a la vieja propuesta de FONPLATA- y hay algunas otras alternativas, pero existe 
la necesidad de la instrumentación de este dragado, lo que está trancado desde hace bastante tiempo. Este 


problema no es de estos últimos meses; viene desde hace mucho tiempo, con la agravante de que en estos 
últimos meses se le sumaron las dificultades que están planteadas con Entre Ríos. Aquí efectivamente se 
genera una contradicción. El puerto de Concepción prácticamente no ha recibido ninguna embarcación de 
importancia en el último año y está muy interesado y procurando presionar para que se lleve adelante el 
dragado del río Uruguay. Sin embargo, las autoridades del puerto de Concepción no necesariamente están en 
la misma sintonía en cuanto al clima dominante de Entre Ríos. Estas contradicciones, a lo mejor pueden 
ayudar. Después vamos a ver cuál es la situación particular de Concepción respecto a Fray Bentos y 
Paysandú, porque es una de las trabas del proceso de dragado. 


La segunda pregunta dice lo siguiente: "Se habla del aporte de la empresa Botnia de US$ 1:000.000 para 
dragar al Río Uruguay hasta Fray Bentos, y por parte de ANCAP de US$ 1:500.000 para el dragado desde 
Fray Bentos hasta Paysandú.- ¿Sabe el Sr. Ministro algo acerca de la factibilidad de estos anuncios?" 


Deseo señalar que la empresa que ofreció aportar para el dragado y balizamiento del río Uruguay en el tramo 
Nueva Palmira-Fray Bentos fue M'Bopicuá y no Botnia. M'Bopicuá-Ence hizo una propuesta concreta en el 
año 2004, luego pasó a la consideración de la CARU en el mismo año y hasta la fecha nunca se contestó. No 
tenemos conocimiento de ninguna propuesta de Botnia -y menos del monto- y no hemos recibido ninguna 
propuesta de ANCAP. Quizás sería bueno saber si a ANCAP le interesa aportar, pero no hemos recibido una 
propuesta. 


La tercera pregunta dice lo siguiente: "Si el informe sobre la capacidad resistente del muelle del Puerto de 
Paysandú sigue sin estar disponible (desde antes de agosto/2005)," -sí, tanto antes que es del período anterior, 
cuando se suscitó la solicitud de estudio para ver si podían operar las grúas portacontenedores- "¿Cómo se 
piensa que los futuros inversores pueden saber si les es factible instalar determinadas grúas 
portacontenedores para programar su plan de negocios?- ¿O el MTOP, a requerimiento de parte, va a terminar 
recién, en ese momento, el informe?" 


El informe está. Es más: parte de las obras que están previstas por cifras menores es para evitar que se siga 
deteriorando el muelle, aunque está en condiciones de soportar prácticamente cualquier peso, pero se ha 
producido una pérdida del relleno que hay entre la estructura de hormigón y la capa de la plataforma. Si eso 
no se contiene -que es lo que permite distribuir el peso de operación en un área mucho mayor- va a empezar a 
deteriorarse, y algunos puntos corren el riesgo de debilitarse. El informe está a disposición. Es más: ha 
habido alguna gestión para estudiar la posibilidad de que empresarios que tradicionalmente operan en la zona 
puedan estar dispuestos a realizar algún tipo de operación con responsabilidad sobre el puerto. Se sabe 
perfectamente qué es lo que pasa con la estructura, y se sabe más. Se sabe qué es lo que pasa con las dos 
grúas viejas y herrumbradas que desde hace muchos años están ahí y que a pesar de estar en esas 
condiciones, si a una de ellas se le cambia la instalación eléctrica estaría apta para funcionar y operar con la 
carga que normalmente ha movido el puerto de Paysandú; se trata de un problema de mantenimiento. Eso 
también fue analizado. 


La cuarta pregunta dice lo siguiente: "Partiendo del hecho jurídico de que la opción de dragado y navegación 
por Casablanca no constituye una modificación de los límites binacionales, ni una modificación del 
respectivo tratado, ¿esta opción está en agenda técnica del MTOP? Si, ¿para cuándo? No, ¿por qué?" 


Acá no se está utilizando Almirón ni Casablanca; se está usando un tercer paso. No obstante, la Dirección 
Nacional de Hidrografía sigue manejando la opción de dragado por Casablanca, con la CARUÚ. Se han hecho 
estudios y modelos matemáticos de sedimentación por parte de la Facultad de Ingeniería, Instituto IMPIA. 
Los estudios demuestran que se mantendría mucho más el dragado por Casablanca; no solo sería menos 
exigente, sino que sería más fácil el mantenimiento, porque según lo que me han explicado, las corrientes del 
río hacen aconsejable la utilización de Casablanca. Nosotros coincidimos, y eso está emparentado con la 
habilitación de una franja que nosotros solicitamos en el Presupuesto, porque creemos que hay una 
potencialidad portuaria que, precisamente, se abre en toda una parte de la costa a partir de la utilización del 
canal Casablanca. 


La quinta pregunta dice lo siguiente: "Uruguay debería haber presentado su decisión afirmativa ante 
FONPLATA para continuar el préstamo para el dragado del río Uruguay.- ¿Ya fue presentada?" 


Este es un tema que está planteado desde hace mucho tiempo. No sé en qué etapa se encuentra esto. 
Tendríamos que analizar este asunto con CARU. 


Acá se expresa que se adjunta copia de los informes que hace poco se incluyeron en un expediente que 
solicitaba la opinión de la Dirección Nacional de Hidrografía respecto a los estudios de la Unión Europea 
sobre el dragado del río Uruguay, realizados por CARU y por la Comisión Técnico Mixta de Salto Grande. 
También se dice que la anterior CARU había propuesto financiar a través de FONPLATA. 


No sé en qué esta la respuesta de la CARU a FONPLATA; habría que preguntárselo a la CARU. 
Posteriormente a eso, a nosotros nos pidieron un estudio que analiza tramo a tramo las dificultades del 
dragado del río Uruguay por parte de la CARU y la Comisión Técnico Mixta de Salto Grande; era una 
respuesta que ellos iban a hacer llegar a la Unión Europea. Ha habido trámites posteriores a ese de 
FONPLATA. En el estudio que se hizo para dar respuesta a la CARU y a la Comisión Técnico Mixta se 
analiza en primer lugar hasta Fray Bentos, y los acuerdos que existen es de dragar a 23 pies. Esos son los 
acuerdos de la Comisión Binacional, que acepta la Administración conjunta del río Uruguay. Nosotros 
aspiramos a que se drague a 28 pies; necesitamos 28 pies. Fray Bentos podría operar prácticamente en la 
misma profundidad que permitiera el paso de Martín García; por lo tanto, como no hay problemas -salvo en 
tres o cuatro pasos-, sería absolutamente posible dragar a una profundidad de 28 pies. ¿Cuál es el problema? 
Que ello significaría una ventaja natural muy grande de Fray Bentos con respecto a Concepción, y esta tiene 
la aspiración de competir con Fray Bentos, lo que resulta imposible por cuestiones naturales. Pero el dragado 
entre Fray Bentos y Concepción es el que más obstáculos presenta y el que más caro sale; por ende, parte de 
las dificultades que a menudo aparecen tienen que ver con que ellos nos limitan el dragado hasta Fray 
Bentos, pero tienen que autorizarnos a dragar a mayor profundidad por cuenta nuestra. 


SEÑOR DOMÍNGUEZ.- De todos modos, es un hecho que el puerto de Concepción del Uruguay se va 
a realizar. En Argentina, el tema de la competitividad es muy relativo; tenemos que ser conscientes de 
ello. Por ejemplo, todo el mundo dice que es una barbaridad que en virtud del proyecto "Rosario al 
Mar" ingresen barcos de gran porte por las vías fluviales, solo por el hecho de que hay una producción 
extraordinaria de granos; a pesar de que eso se solventa con un gasto muy importante, el flete conviene 
y lo hacen. 


En el caso de Concepción del Uruguay también ocurre algo así. Ellos tienen el puerto Diamante, que sale al 
río Paraná; además, hay que tener en cuenta que Entre Ríos tiene 1:200.000 habitantes y una impresionante 
producción citrícola y de soja. Por eso están dispuestos a hacer que el puerto de Concepción del Uruguay 
vuelva a funcionar; es una necesidad vital que tienen, no una necesidad de competir, aunque, obviamente, eso 
existiría si el puerto de Concepción estuviera en las condiciones adecuadas. 


Insisto en que, según lo manifestado por los Diputados de Entre Ríos, están dispuestos a desarrollar una 
ofensiva en este sentido. Y en este punto aparece FONPLATA. Ellos están hablando de utilizar estos fondos, 
además de los que ha prometido el Gobierno Nacional a la provincia. Quiere decir que el puerto de 
Concepción también hará un esfuerzo muy grande por lograr el dragado, que es el mismo que nosotros 
necesitamos. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Yo me refiero a lo que surge del 
informe. Obviamente, con dinero se puede dragar a mayor profundidad, pero hacerlo en ese tramo 
resulta muy caro. Si la plata está, se dragará el tramo y se profundizará lo que, indudablemente, 
favorecerá a Paysandú. Si no lo hacemos, nos encontramos con una limitante: los 13 pies que 
actualmente habilita a dragar Concepción. Digo esto porque, por más que la profundidad en Paysandú 
sea mayor y que los pasos a dragar entre uno y otro puerto sean menos, de nada sirve si no se puede 
llegar. 


Todo esto depende de decisiones que debe tomar la Comisión Administradora, que tendrá que manejar 
recursos suficientes para llevar adelante ese dragado; inclusive, no nos negamos a que el acuerdo sea sobre 
determinadas profundidades y que, si es necesario, para la profundización río abajo desde Fray Bentos, 
busquemos otra forma de financiación unilateral. 


(Interrupción del señor Representante Domínguez) 


Si se logra concretar un acuerdo con el financiamiento para el dragado de todo el río, si nosotros 
después necesitamos profundizar más, tendrían que autorizarnos a hacerlo. Al respecto, mencionaba las 


dificultades que surgen del informe del 9 de enero de 2006. 


En la sexta pregunta se señala que desde diciembre -hace más de sesenta días-, la planta de combustibles de 
ANCAP de Nuevo Paysandú carece del mismo para procesar, se comenta una posible rotura del "ANCAP 
IX", de falta frecuente de calado, etcétera. Finalmente, se pregunta si, habida cuenta de que la planta de Juan 
Lacaze tampoco funciona desde hace treinta días, seguirá el Estado, ANCAP o quien sea, pagando fletes 
sustitutivos -ahora más alejados de Paysandú-, hasta cuándo y a qué costo. 


No lo sé; es una pregunta que no puedo responder yo. ANCAP no nos ha planteado la parte del tema que 
puede tener que ver con nosotros. No conocemos este tema. 


En la séptima pregunta se plantea que Paysandú no aparece en la nueva política portuaria y se interroga 
acerca de si se prevé una modificación legal para que estos puertos del litoral retornen a la órbita de la 
Administración Nacional de Puertos. Se agrega la pregunta de qué consecuencias funcionales arrojaría para 
el caso de Paysandú. 


En primer lugar quiero decir que Paysandú aparece en la política portuaria de este Gobierno; 
permanentemente hemos dado definiciones al respecto y, además, hemos trabajado sobre el tema. Tanto es así 
que tengo aquí el proyecto de resolución -que ya trascendió públicamente en Paysandú- en virtud del cual el 
Presidente de la República encomienda a la Administración Nacional de Puertos las funciones de 
administración, conservación y desarrollo del puerto de Paysandú con la parte del recinto portuario que le 
corresponde según el respectivo plano de la Dirección Nacional de Hidrografía del Ministerio de Transporte 
y Obras Públicas, en las condiciones que se disponen y para el cumplimiento de los objetivos de la política 
portuaria nacional. 


Esto formó parte de un proceso de discusión en el Ministerio, en el que se tomaron en cuenta algunas 
propuestas respecto a la operación del puerto por parte de privados y se procuró reunir los antecedentes que 
había sobre el tema. En este marco, nos encontramos con que el puerto de Paysandú -además del de Salto, 
que tiene otra urgencia y otra dimensión, y de algunos aspectos del de La Paloma- empezó a agravar su crisis 
y prácticamente a paralizarse cuando salió de la órbita de la Administración Nacional de Puertos y pasó al 
ámbito de la Dirección Nacional de Hidrografía. Por algo a partir de la ley de puertos se había promovido un 
sistema de puertos comerciales en el país. Precisamente, lo que tiene que ser el puerto de Paysandú es un 
puerto comercial y, para poder desarrollarlo en un sistema como el que se plantea en los considerandos de la 
resolución, es necesario que se integre a una estrategia común de desarrollo de los puertos comerciales del 
país. 


Esta resolución en sí no cambia nada; son necesarias obras de mantenimiento de la infraestructura del puerto. 
Si las grúas no tienen instalación eléctrica y están herrumbradas, si el muelle se está afectando y no hay 
trabajos de mantenimiento, si el área está prácticamente abandonada y abierta, no hay solución posible. Y si 
no hay dragado no hay solución posible, pero lo vamos a poner bajo la responsabilidad de un organismo que 
tiene los recursos para afrontarlo. 


Voy a relatar una pequeña anécdota. Cuando estudiamos el tema del dragado, hicimos el diagnóstico pero 
nuestra voluntad era haber reparado la instalación eléctrica de inmediato. Para la Dirección Nacional de 
Hidrografía conseguir y contratar a quien hiciera el trabajo de instalación eléctrica de la grúa era toda una 
aventura, teníamos que hacer papeles, llamados, etcétera, y terminamos pagando como si estuviéramos 
haciéndola nueva. La Administración Nacional de Puertos tiene su propia infraestructura, funcionamiento, 
técnicos. Hemos discutido para ver de qué modo la Administración Nacional de Puertos puede cambiar 
incorporando al circuito comercial. Creo que esto es una buena noticia y estamos preparando la resolución, 
pero es una buena posibilidad para dar respuesta a la pregunta concreta. 


En octavo término se pregunta si se ha actualizado la batimetría del río Uruguay, en la zona de Urquiza, Vera, 
Almirón, Casablanca, por parte del SOHMA, y en caso negativo qué se ha previsto. 


No sé cuál es la última información sobre este tema, pero lo que puedo decir es que hay algunos estudios que 
se han hecho por parte de la Dirección Nacional de Hidrografía. Se trata de una información que no es vieja, 
pero no sé si es la última y si la CARU tiene más elementos; muy posiblemente los tenga. 


En noveno lugar se quiere saber si, urbanística y empresarialmente, pensó el Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas acerca del impacto de la kilométrica fila de camiones detenidos durante más de 3 días, en la 
Rambla Baltasar Brum de acceso al puerto de Montevideo para el año 2007, cuando no puedan descargar 
fluidamente. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Esa pregunta no corresponde. 

SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Vamos a tratar de que no suceda. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está totalmente fuera del tema en consideración. 


SEÑOR DOTI GENTA.- Esto debe estar en relación directa al puerto de Paysandú. No está para 
decirle: "Mire, trate de solucionar Montevideo". 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Está claro. Además, es una 
preocupación real, que nos puede pasar. 


La décima interrogante dice: "Se pide demostrar “que Paysandú tiene cargas suficientes” como condición 
previa a las medidas estatales.- Ya fue informado contundentemente, pero se persiste en ese requerimiento.- 
¿No es esto, demasiado igual a la “línea del Ing. Cáceres”?". 


No sé; creo que hay un aspecto dinámico, es decir, está concatenado. Yo creo que seguramente hay cargas, 
pero como para sacarlas se necesita una inversión, tendrá que haber una relación entre la inversión necesaria 
para asegurar determinado tipo de navegación y la carga que se dispone. Por ejemplo, hoy decía el Diputado 
Domínguez que en Concepción, cueste lo que cueste, se va a dragar. Muy bien, nosotros también podemos 
llegar a tomar una decisión de ese tipo. Dragamos a cualquier profundidad en Paysandú porque queremos 
hacerlo, pero no sé si tenemos la capacidad de invertir sin la contrapartida de la carga. Nosotros nunca hemos 
planteado este tema de que primero muestren la carga, porque si no hay puerto no hay carga. Eso vale para 
Paysandú, Fray Bentos, donde estamos haciendo una obra de casi US$ 5:000.000 para colocar a esta última 
localidad en posibilidades de competir, ya que apostamos a un país en desarrollo, con carga, con trabajo. 
Entonces, esta pregunta no es para nosotros. 


También se pregunta si existirá una hidrovía con un río Uruguay amputado a la altura de Fray Bentos. Es 
decir, ¿ahora, en 2006, tendremos que el concepto de Hidrovía se ha vuelto equivalente al simple uso y 
desarrollo del Paraná, cuando su verdadera esencia ha sido la penetración en el continente por diversos 
caminos fluviales? 


Bueno, despacito por las piedras. Esto puede resultar muy romántico porque por algo el río Uruguay no se 
integró a la Hidrovía. Si se integra, entre otras cosas, le tendríamos que dar jurisdicción como tiene Uruguay 
en el Paraná, a Bolivia, a Brasil y a Paraguay. Lo que tenemos en el Uruguay son dificultades de una 
administración binacional, pero no una pentanacional como es la de la Hidrovía, que también tiene muchos 
problemas. Nosotros creemos que primero debemos agotar las posibilidades de desarrollar la navegación del 
río Uruguay con este estatuto binacional, porque el país lo necesita. 


Creo que hay alguna otra pregunta posterior, que nosotros compartimos totalmente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradezco mucho su voluntad de contestar todas las preguntas de la 
Comisión de Paysandú, pero realmente voy a reiterar el pedido de que nos ajustemos a las que hacen a 
la factibilidad del dragado del puerto de Paysandú, que es un tema absolutamente concreto. Allí hay 
preguntas vinculadas a la política portuaria del país, incluso continental. Creo que eso será objeto de 
un debate bastante más amplio y, hemos conversado en la Comisión que sea casi el gran objeto de 
funcionamiento de esta Comisión en el año próximo. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Es cierto; yo tenía la voluntad de 
volcar estos aspectos. 


Quiero hacer una aclaración. Pensar en los dragados significa pensar en el costo de la realización, que en este 
caso del río Uruguay pasa, en primer lugar, por agotar las instancias para ponernos de acuerdo en esa 
Comisión Administradora binacional, -porque es el camino que tenemos que recorrer necesariamente- y, en 
segundo término, por el mantenimiento. Por lo tanto, cuando nos hablaban del paso Casablanca, es 
importante dragar a una profundidad adecuada para la navegación y, después, debemos asegurar el 
mantenimiento, porque si no es pan para hoy hambre para mañana. Además, sabiendo que cada vez que hay 
una creciente, un fenómeno especial donde aumenta la corriente o el volumen de agua, el dragado sufre un 
deterioro muy grande que exige grandes esfuerzos para la recuperación de la profundidad. Esto representa 
dinero y estamos hablando de una actividad que queremos desarrollar para generar riqueza. Por lo tanto, no 
es indiferente el dinero que hay que invertir al que podemos generar. Simplemente, quería hacer ese 
razonamiento para que no quede como que yo vine a decir: "¡Viva, viva; draguemos, draguemos!". Estoy 
convencido de que el río Uruguay debe dragarse, que puede aportar muchísimo al sistema de transporte del 
país, pero debe tener la medida de que la riqueza que seamos capaces de generar pueda financiar los gastos 
de la inversión. 


SEÑOR DOTI GENTA.- ¿En algún momento se reunió con la nueva delegación uruguaya de la 
CARU? Sé que se reunió hace quince días con el Intendente Municipal de Paysandú y con el arquitecto 
Stagno, que es un integrante. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Me he reunido con la Presidenta de 
la CARU y con el arquitecto Stagno. Inclusive, hemos tenido reuniones con las autoridades de la 
CARU y de la CARP, porque hay algunos problemas de la administración del Río de la Plata que se 
vinculan a la del río Uruguay. Con la Comisión en pleno no me he reunido, y no sé si es importante; de 
todos modos, no tengo inconveniente en hacerlo. 


SEÑOR DOTI GENTA.- ¿Ustedes pueden hacer llegar a la Comisión el informe que tienen del puerto 
de Paysandú? 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- ¿El informe sobre qué aspecto? 


SEÑOR DOTI GENTA.- El documento sobre la parte estructural en el que figura que ha habido falta 
de relleno, etcétera. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Existe un informe que no es secreto. 
Hay una pérdida de relleno... 


SEÑOR DOTI GENTA.- ¿Ese informe se puede hacer llegar a la Comisión? 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Es una evaluación que han hecho los 
técnicos y no habría inconveniente. No sé si los datos figuran en uno o en más informes. Lo que les 
trasmito es la opinión de lo que está pasando respecto de la preocupación que había acerca de si 
determinado tipo de grúas podía operar o no en ese muelle. Se me informa que está a disposición de 
quienes lo necesiten. 


SEÑOR DOTI GENTA.- Entonces, si la Comisión me acompaña, solicito que el señor Ministro haga 
llegar el informe. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- No sé si es un informe hecho por un 
veedor, por un ingeniero o por más de un ingeniero; no sé qué forma tiene. 


Hubo un pedido de esa información, anterior a 2004, por parte de las autoridades de Paysandú. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ingresamos al tercer punto del orden del día, relativo a la iniciativa para la 
construcción de un puerto de yates y casino privado en Punta del Este. 


SEÑOR GANDINI.- Agradezco a los miembros de la Comisión haber dado trámite a mi solicitud para 
incorporar este tema al orden del día y, por supuesto, al señor Ministro y a las autoridades del 
Ministerio por haber acudido a este llamado. 


La intención de esta convocatoria es tener conocimiento directo de un procedimiento que, según la Ley 
N? 17.555, el Poder Ejecutivo habría resuelto y que ocasionó ciertas declaraciones del señor Ministro de 
Transporte y Obras Públicas que provocaron un desencuentro entre su persona y quien habla. No encontré 
mejor modo de disipar esa situación que a través de este contacto directo en el ámbito parlamentario. 


Con fecha 31 de octubre del año pasado, el Poder Ejecutivo resolvió aceptar la iniciativa privada, según el 
artículo 19 de la Ley N* 17.555 de 2002, para la construcción de un puerto de embarcaciones deportivas y de 
pesca, atraque de cruceros turísticos de gran porte, comercios asociados, un hotel de cinco estrellas con sala 
de convenciones, centro de espectáculos y casino de explotación privada, y viviendas en bloques aterrazados; 
hasta aquí estoy de acuerdo. Esta resolución del Poder Ejecutivo tiene fecha 31de octubre y fue firmada por 
el señor Presidente de la República y por los señores Ministros de Defensa Nacional, de Economía y 
Finanzas y de Transporte y Obras Públicas. 


Posteriormente, se conoció alguna declaración y alguna actitud del señor Ministro que quien habla no 
compartió, con relación a la presentación del grupo inversor. Antes de continuar, quisiera conocer el estado 
de esta propuesta, en tanto también en esas declaraciones públicas se manifestaba que en un plazo de cuatro 
meses el Poder Ejecutivo tendría el proyecto definitivo, y ese período vence en los próximos días. Me 
gustaría saber en qué está esta situación y cómo ve el Poder Ejecutivo esta iniciativa privada presentada por 
un grupo de personas que no son específicamente inversores en el país, sino buscadores de inversores para 
hacer negocios, algunos de ellos con antecedentes conflictivos en su vinculación con el Estado. De allí 
también surgieron nuestras dudas en el modo de presentar esta iniciativa. 


Dado que ha pasado bastante tiempo de esos anuncios que se dieron a conocer los primeros días de 
noviembre, preferiría conocer la situación actual y luego abordar algunos comentarios. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Están transcurriendo los ciento 
veinte días que la resolución del Poder Ejecutivo establecía para la presentación del proyecto 
definitivo. Con fecha 10 de febrero hemos recibido una nota que pasó a consideración de los servicios, 
con la idea de quien habla de darle trámite. Se trata de una carta en la que las autoridades de 
Bandelux S.A. -que es la firma que presentó la idea- relatan la historia de lo sucedido y piden una 
prórroga para el plazo de la presentación del proyecto definitivo. Dicen que las reales causas de fuerza 
mayor que atrasaron el trabajo los llevan a solicitar una prórroga en el plazo otorgado oportunamente 
y piden que se extienda hasta el miércoles 5 de abril. La prórroga es de algo menos de treinta días. 
Además, adjuntan un calendario para demostrar que algunos trabajos de batimetría, que estaban 
haciendo en la zona de Punta del Chileno -y que son indispensables para el proyecto-, debieron sufrir 
retrasos porque el barco que hace estos estudios no fue autorizado a realizarlos por razones de tiempo. 
Se hace una descripción acerca de lo que pasó día por día, cuándo se suspendió por mal tiempo, 
cuándo no los dejaron salir, etcétera. Esta es la fundamentación y el estado de situación actual. 


Existe un plazo y un pedido de prórroga hasta el miércoles 5 de abril de este año. 


SEÑOR GANDINI.- Seguramente esos ciento veinte días es un plazo que el Poder Ejecutivo puso en su 
resolución y que no surge de la disposición legal, en tanto deja abierto el plazo en el literal B) del 
artículo 19 para esa segunda etapa. Luego aparece un plazo de ciento veinte días, que es de carga del 
Poder Ejecutivo para convocar a licitación o al sistema que se elija, para adjudicar la obra. Por lo 
tanto, será resorte del Ejecutivo aceptar esa postergación que solicita la empresa. Debemos entender, 
entonces, que todavía no hay ningún elemento nuevo. 


Quiero reiterar aquí lo que he dicho públicamente. Para el departamento de Maldonado esta es una iniciativa 
positiva, pero aquí estamos hablando de la tercera inversión en volumen más importante del país, después de 
las plantas de celulosa. Seguramente, estamos hablando de la inversión más importante que el departamento 
de Maldonado haya recibido en un solo emprendimiento. Estamos hablando de una inversión de naturaleza 
compleja que comprende puertos, shopping, casino, hotel, etcétera, de interés turístico para los Ministerios de 


Transporte y Obras Públicas y de Economía y Finanzas. Además, estamos hablando de una iniciativa que se 
ampara bajo la Ley N* 17.555, y yo creo que esa es una muy buena solución, que se ha utilizado otras veces y 
que el señor Presidente de la Comisión conoce perfectamente porque tuvo mucho que ver en su redacción. 
Considero que está bien que cuando hay empresarios privados que ven un negocio lo planteen al Poder 
Ejecutivo y que este, si lo entiende aceptable, abra los caminos para que se aplique la ley. Sin embargo, 
entiendo incorrecto que el entusiasmo ministerial haga perder el equilibrio que debe tener el señor Ministro, 
porque debería ser el último que opinara a la hora de analizar las ofertas de los posibles empresarios que 
quieran intervenir. La ley es bien clara: da un plus o una ventaja a aquel que trajo la idea y que el Gobierno 
calibrará entre un 5% y un 20%. Si llegara a perder en un posible llamado de adjudicación, tendrá la chance 
de mejorar la oferta. Aún así, si perdiera, podría reclamar los costos que tuvieron que ver con la preparación 
de ese proyecto. Es decir que el Gobierno protege, hasta el límite de no perjudicarse, a aquel que trajo la idea. 
Luego el Poder Ejecutivo va a elegir la mejor propuesta y el señor Ministro es el adjudicatario. 


El señor Ministro presentó a los inversores. Lo hizo directamente en su anuncio del 1” de noviembre y mucho 
más concretamente cuando, por comunicado oficial de la Intendencia Municipal de Maldonado, recibió en 
oficinas públicas de esa Intendencia -el señor Ministro y el señor Intendente Municipal de Maldonado-, a los 
inversores del megaproyecto, del emprendimiento de Puntas del Chileno para presentar ante la prensa y las 
fuerzas vivas del departamento. Así fue recogido, así lo vimos en fotos y por televisión. 


Yo sería ingenuo si le atribuyera ingenuidad al señor Ministro, quien por otra parte tiene mucha experiencia 
en esta materia. Así como yo -que no soy nada ingenuo- conozco bien a algunos de los empresarios titulares 
de esta empresa, el señor Ministro también los debe conocer, los debió conocer. No debió nadie haberle 
advertido que entre quienes presiden y presentan la empresa hay importantes incumplidores con el Estado. El 
señor Mario Garbarino es Presidente de la empresa Carmitel S.A. La Intendencia Municipal de Montevideo 
ha hecho un largo periplo para poder adjudicar, primero el hotel, luego el casino del Hotel Casino Carrasco. 
Finalmente, adjudicó hace más de cuatro años a la empresa Carmitel S.A. la concesión de ese Hotel, que 
contenía determinadas obligaciones. Esa empresa todavía no ha podido cumplir los plazos. El próximo 6 de 
marzo vence el último plazo que la nueva Administración le ha dado, en un contrato renegociado por la 
Administración, no avalado por el Tribunal de Cuentas y firmado unos días antes de irse por el anterior 
Intendente Municipal, doctor Pérez Piera, el 1* de julio, sin autorización de la Junta y sin aval ni autorización 
del Tribunal de Cuentas, pero firmado al fin, lo que embretó al actual Intendente, que dio un plazo final para 
que la empresa integre las garantías y construya la obra, a la que le faltan US$ 10:000.000. La empresa no 
puede hacerlo, está buscando quien la compre, está en la negociación. Los posibles compradores plantean 
modificaciones del contrato porque el plazo para refaccionar el Hotel Carrasco vence a fin de año, lo cual es 
materialmente imposible. La Intendencia Municipal de Montevideo se ve ante la disyuntiva de tener que 
aceptar un cambio en el 100% del paquete accionario de la empresa Carmitel S.A. -que preside el señor 
Mario Garbarino-, con modificaciones de un contrato ya modificado y no autorizado por el Tribunal de 
Cuentas, o rescindir el contrato y nuevamente licitar, lo que supondría dar garantías a otros posibles 
interesados, con lo que ello lleva de tiempo, de preparación de pliegos, de plazos de licitación para los 
oferentes, de adjudicación y de nueva construcción de la obra. 


Este problema lo tiene hoy la Intendencia Municipal de Montevideo con una empresa concesionaria de una 
obra pública que dirige el señor Mario Garbarino, que es el Presidente de este emprendimiento, Bandelux 
S.A. 


El señor Mario Garbarino ha tenido diversas actividades privadas, exitosas o no -no corresponde valorarlo-, 
pero con relación al Estado debo decir que ha presidido el emprendimiento denominado "Navigator", 
también convocado por la Intendencia Municipal de Montevideo, para construir una megasala de 
convenciones en la zona de Punta Brava, donde está el faro de Punta Carretas, que terminó abortando en el 
año 2001, entre otras cosas por un informe del Tribunal de Cuentas, que establecía que la empresa no tenía 
patrimonio suficiente ni había podido constituir la documentación que avalara lo que estaba refiriendo. Dice: 
"Abecar S.A. no acreditó su situación financiera ni tampoco los estados de situación patrimonial y, además, 
la empresa carecía de patrimonio propio". Esta era la empresa que iba a hacer un megaproyecto en la zona de 
Punta Brava, llevado adelante por el señor Garbarino, propietario de ese terreno que hace a la esencia de 
construir el puerto, porque el puerto es ahí y no tres hectáreas más adelante o atrás, por una situación obvia 
de ubicación en aguas profundas. Es, además, un empresario en conflicto con el Estado. Primero en conflicto 
con el Banco Hipotecario, que lo denuncia civilmente porque en la Administración anterior se le adelantaron 
US$ 3:000.000 para la adquisición de materiales con destino a la construcción de viviendas acordada o 


contratada con el Banco Hipotecario en diversos departamentos del interior, entre otros Treinta y Tres y 
Canelones. 


Posteriormente, esta Administración -no la anterior- comprobó que no estaban los materiales comprados, las 
obras adelantadas ni los US$ 3:000.000 en ningún lado. Y el Banco Hipotecario, en la defensa de los 
intereses del Estado, denunció a este empresario. Lo denunció penalmente a través de una de las empresas 
que dirige, porque es concesionario de la terminal de AFE, en la que presentó un proyecto dentro del 
denominado "Plan Fénix" para la construcción de varias torres en lo que era la playa terminal de AFE. No se 
construyeron y, además, la Administración entiende que se generaron perjuicios indebidos y entabló una 
demanda de tipo penal. 


Este empresario, además, por incumplimientos con el Estado en sus obligaciones tributarias, tiene embargada 
su propiedad en Punta del Este -tasada en US$ 1:300.000-, que compró al famoso empresario brasileño 
Scarpa. También tiene embargado su fantástico apartamento -por lo que dicen por allí-, situado en una de las 
más costosas torres de Punta del Este y, por supuesto, también tiene embargado por la DGI el terreno en el 
que estos empresarios ofrecieron al Estado hacer la obra. 


En las últimas semanas, la prensa recoge declaraciones de funcionarios de la DGI, manifestando que así 
como esa Dirección ha rematado en estos meses bienes de incumplidores, es probable que la DGI proceda al 
remate, también, de este bien. O sea que el Estado está analizando un proyecto de construcción de un puerto 
en un terreno embargado por el propio Estado, dado que el empresario tiene incumplimientos por 

US$ 10:500.000, que es lo que la DGI ha tasado en la liquidación inicial. 


Quiere decir que por lo menos dos de estos empresarios tienen situaciones complejas con el Estado. Hay 
otros empresarios involucrados, de los cuales yo no tengo nada para decir. Alguno de ellos es muy conocido, 
como el doctor Marchesano, ex Ministro del Interior, dedicado a la actividad privada y vinculado 
empresarialmente al emprendimiento de uno de los shoppings. El señor Fernández, por su parte, está 
vinculado a una empresa naviera. 


A mí lo que en realidad me preocupa es que se hable de inversiones de estos portes y se dé prensa y espacio a 
un tipo de inversores que ha demostrado más de una vez ser, más que inversores, captadores de inversiones y 
pasadores de negocios. Todos sabemos que en la plaza hay hasta una tarifa que oscila entre el 5% y el 10% 
para aquellos que consigan negocios, como parte del paquete accionario de empresas que el Estado pueda 
concesionar. Esta es su tarea, su labor. Claro que si hay alguien que tiene prensa suficiente como para decir 
que va a construir este fantástico megaproyecto, luego sale a buscar al inversor. Decía un amigo mío: "Si me 
dicen que tengo el permiso para instalar una estación de ANCAP en la rambla, yo no sé de combustibles más 
que lo que tengo que saber para llenar el tanque, pero si tengo la autorización para hacerlo, seguro que 
consigo al inversor y me quedo con un pedacito, porque algún interesado en hacer ese negocio va a venir, y 
yo la plata la consigo. Dénmelo que yo el negocio lo hago". Esto es lo que hace alguna gente: ata algunas 
puntas y sale a buscar al inversor. Dicen los medios de prensa que en la reunión de Maldonado -a la que 
acudió el señor Ministro-, en la que se presentó a los inversores, estaba presente un empresario naviero de 
origen griego, a quien los titulares de la empresa Bandelux S.A. están tratando de interesar para que sea él 
quien invierta. A lo mejor esto es bueno para el país -no lo sé-, pero entonces el Estado debe anunciar a los 
inversores y no a los intermediarios. Hay gestores, pasadores, comisionistas, pero no son inversores; cumplen 
ese otro rol: van en una parte cuando mueven sus lobbies, hasta sus influencias -y lo han hecho en este país- 
para lograr posicionamientos en el Estado que le permiten hacer buenos negocios. Y a veces los han logrado 
sin eso, como el caso de Carmitel S.A., y después no consiguieron al que pusiera la plata. Entonces el Estado 
-en este caso el Municipio-, desde hace años ve a uno de los edificios más emblemáticos de esta ciudad bajo 
los andamios porque la plata no está. Hoy el Estado otra vez está complicado, tratando de buscar uno que 
ponga la plata, porque el negocio se debe hacer, pero habrá que administrarlo bien en su etapa de 
construcción. Aquí es donde tenemos una fuerte discrepancia. 


También nos preocupa saber cómo se analiza este proyecto en el que una de sus iniciativas lo hace viable: el 
casino. El emprendimiento turístico y hotelero más exitosos de Punta del Este, lo es porque tiene casino y sus 
administradores lo gestionan adecuadamente, como una propuesta de juego dentro de su oferta hotelera. 


Ahora bien; la resolución del Poder Ejecutivo es específica y habla de casino de explotación privada. 
Uruguay tiene como regla dos formas de explotar los casinos: los que son directamente estatales y son 
explotados por el propio Estado y los que son explotados por el Estado en lugares privados. De manera que 


participa el Estado y el privado, cobrando un alquiler o un canon. Hay una sola excepción de un casino 
privado en el Uruguay, el Conrad; y si no estoy equivocado, requirió de una ley específica que, por primera 
vez, otorgó la autorización para un casino privado. Por lo tanto, en este emprendimiento que tiene como eje 
fundamental un casino privado para hacerlo viable y rentable, se está aceptando una iniciativa que va a 
requerir de la voluntad del Parlamento a través de una ley. Entonces, me gustaría saber qué pasa si esa ley no 
se aprobara, ¿cómo se procesa esto? ¿O es que el Poder Ejecutivo ya está decidido a convocar a una licitación 
para otorgar ese proyecto sin una ley que autorice a que tengamos en el país el segundo casino privado? 
Reitero que sin duda esto es lo que en buena medida hace viable este proyecto. 


Estas son mis primeras observaciones, que recalco son en cuanto al procedimiento. Creo que se trata de una 
buena idea; ojalá haya emprendimientos que coloquen tanto dinero en el Uruguay y lo arriesguen y que el 
Estado tenga muchas iniciativas de este tipo. Ahora bien; luego se tiene que analizar cuáles son los mejores 
intereses para el Estado, recibir las ofertas, estimular otros oferentes y adjudicar la propuesta, manteniendo la 
equidistancia y el equilibrio -como Juez- entre las posibles ofertas que se hagan. Es preciso, pues, motivar y 
estimular a que otros se presenten y que no interpreten que el partido ya está jugado, porque el Estado no 
hace una propuesta, sino que presenta y acompaña a los inversores. Y estos serán o no los inversores, de 
acuerdo con lo que determine el Estado y el Tribunal de Cuentas: veremos cuáles son. Creo que estos ya 
tienen sobre sus hombros un gran peso por sus incumplimientos con el Estado. 


Ahora bien; me parece que de la forma en que el Ministerio presentó el tema, a lo mejor otros posibles 
interesados en esta muy buena idea quedaron desalentados. Adviértase que el Estado no planteó una buena 
idea sino -así lo trasmitió la prensa- a los inversores que van a construir en Puntas del Chileno un 
emprendimiento que cuesta -dicho especificamente- US$ 254:000.000, tal como se ha presentado. Ahí radica 
mi discrepancia: que una buena idea pueda ser empañada por una mala presentación, perdiendo la objetividad 
que debe tener el Estado a la hora de anunciar una propuesta a la que se presenten todos aquellos que estén 
interesados, para luego juzgar cuál es la mejor de acuerdo con los intereses de todos. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Me parece que es bueno repasar este 
tema y que el señor Diputado preopinante, como corresponde, dé sus opiniones en el seno de esta 
Comisión y de alguna manera precise sus preocupaciones y sus dudas. 


Nosotros, como todos, leemos la prensa, las versiones taquigráficas, escuchamos la radio, y en verdad 
entiendo al señor Diputado en su preocupación -y voy a procurar darle respuesta-, aunque no cuando 
públicamente se pone como centro algo que yo interpreto más como un cuestionamiento personal y como la 
búsqueda de descalificación del Ministro como persona y en su conducta, que un reproche o una observación 
a un criterio de procedimiento. 


En ese sentido, el señor Diputado decía: "No soy ingenuo, y no creo que el Ministro lo sea". Claro; a esta 
altura el Ministro no tiene el derecho a ser ingenuo y cuando observa la situación, está analizando el 
conjunto. Y cuando escucha determinadas valoraciones se pregunta: "¿Lo que aquí se está buscando es el 
mejor camino para que se concrete un proyecto necesario para el país o que en el barullo alrededor de la 
descalificación del Ministro, además de otros actores, también se vaya el proyecto?" 


Es cierto que nosotros actuamos con entusiasmo, y por suerte lo hacemos siempre en cada cosa que 
emprendemos. Si no nos levantáramos con entusiasmo, tal vez no tendríamos la fuerza para procurar hacer 
tantas cosas. 


En este caso, da la impresión de que coincidimos con el señor Diputado y con el resto de los integrantes de la 
Comisión, en cuanto a la necesidad que tiene Maldonado en promover por lo menos un emprendimiento 
portuario -puede haber más- que permita absorber uno de los déficit más importantes que tiene Punta del 
Este, que repercute negativamente en el desarrollo turístico. La demanda de amarras es muy importante y por 
suerte el crecimiento de la cantidad de cruceros que llega al país, y particularmente a Punta del Este, ha sido 
muy importante. Inclusive, ha generado serias dificultades hasta en la circulación normal en Punta del Este 
por la atención de esos turistas que importa que lleguen y bajen en el país. 


En lo que tiene que ver con las amarras, hay cinco de la Presidencia de la República que se subastaron para 
contribuir al veraneo de los escolares, entre otras cosas, porque era imponente la presión sobre esas cinco 
amarras tradicionalmente reservadas por la Presidencia de la República para compromisos oficiales. Es 


interminable la lista de personas con poder adquisitivo que hicieron gestiones a todos los niveles -inclusive 
del Ministerio- para adquirir el derecho de tener su yate o su barco en Maldonado. Esta es una parte 
importante del turismo de Punta del Este y Maldonado y, por eso, desde un principio planteamos que este era 
un objetivo que teníamos que sacar adelante. Es más: me duele el verano que viene porque no va a haber un 
proyecto que dé respuesta a esta demanda. Tenemos por delante uno o dos veranos más, por lo menos, sin dar 
respuesta a este problema. Eso significa actividad económica, turistas y dólares que Uruguay pierde de 
incorporar a su giro. 


Esto también forma parte del esfuerzo por procurar ayudar al crecimiento económico del país. Del mismo 
modo que recién hablábamos del puerto de Paysandú y de Fray Bentos, y argumentábamos por qué hacer las 
obras allí, destacamos la importancia de empujar esta idea del puerto. 


Esta idea del puerto surgió, fundamentalmente, de la necesidad de dar una respuesta, ya que la población y 
las fuerzas vivas de Punta del Este, con una unanimidad que pocas veces se logra, rechazaba la reestructura 
del puerto histórico -inclusive, se manejó un proyecto- debido a que imponía una transformación que podía 
cambiar su carácter. En este sentido, surgieron distintas expresiones diciendo que ese puerto había que 
mejorarlo, pero manteniendo su identidad y sus características. Si ese puerto debe mantener sus 
características y eso limita su posibilidad de crecimiento, hay que buscar la inversión en otro lado. 


Nosotros somos, entre otras cosas -así interpretamos nuestra función-, promotores de esos emprendimientos. 
Como tales, hemos estado -también estaremos en otro; lamentablemente, no podemos estar en más- junto con 
quienes promueven las ideas que nos parecen de interés para poder desarrollar esos emprendimientos. 


No sé si días antes o después, pero con menor repercusión, estuvimos en la Intendencia Municipal de 
Maldonado analizando una idea respecto a un puerto de similares características en Punta Ballena, impulsada 
por inversores con relaciones en Argentina y en Australia. Ellos presentaron su proyecto y sus planos, pero 
tuvieron dificultades para concretar el negocio por problemas en la adquisición de los predios que tienen 
comprometidos. 


Se ha reflotado otra propuesta -también hemos estado en contacto con los proponentes, interesados en que se 
pueda abrir un camino- de un emprendimiento inmobiliario en las bocas del arroyo Potrero, muy cerca de la 
playa nudista Chihuahua -lo llaman "emprendimiento Chihuahua"-, que consiste en una modalidad de 
marinas enclavadas en la arena. 


Tal vez pueda aceptar que el señor Diputado interpretó que la repercusión pública que tuvo la presentación de 
este proyecto en la Intendencia Municipal de Maldonado, donde lo que había que discutir era una serie de 
reglas de juego con relación a la utilización de los espacios y a las características de las construcciones que 
puedan acompañar este emprendimiento, fue muy importante, muy fuerte y que aparecieron determinadas 
personas que tienen las características que señala el señor Diputado Gandini. La verdad es que en el momento 
en que participamos en esa presentación y en esa gestión de intercambio de información respecto a cómo 
canalizar este emprendimiento, lo que hicimos fue promover una resolución del Poder Ejecutivo con estricto 
cumplimiento de lo que establece la Ley N* 17.555. En ese sentido, nosotros estamos absolutamente 
tranquilos y seguros de que nos hemos ajustado a cumplir con nuestra obligación, no solo en cuanto a lo que 
la ley establece, sino también en cuanto a impulsar las ideas que nos parece importante se abran camino para 
beneficio del país. 


La ley establece claramente -no está cuestionado por el señor Diputado- cuáles son las condiciones en las que 
se reciben las ideas. Sean muchas o pocas, el artículo 4” del Reglamento establece cuál es la documentación 
que debe presentarse para realizar esta iniciativa privada. Cada una de las exigencias fueron estrictamente 
cumplidas; inclusive, fue cumplida la acreditación de la propiedad del predio. 


Yo conocía de tiempo atrás a algunas de las personas que han sido mencionadas y que participan en esta 
sociedad que promueve esta idea, pero no he tenido relación con ninguno de los emprendimientos 
mencionados por el señor Diputado. Reitero que las conocía; son personas notorias. Con respecto a algunas 
de las personas, en particular quien aparece como propietario del predio principal de este emprendimiento en 
Puntas del Chileno, no tenía conocimiento de su existencia. Por lo tanto, mal podía saber que detrás de esta 
promesa de compraventa y cesión, que se documenta con las certificaciones notariales correspondientes, 
había una situación de embargo u otro tipo de compromisos. Yo no lo sabía. Es más, la ley establece un plazo 
de reserva en el manejo de la información. En el momento en que se toma la resolución y se levanta la 


reserva, empiezan a hacerse públicos los distintos elementos que señalan que algunas de estas personas tienen 
una serie de problemas, de dificultades, de cuestionamientos, de conflictos con el propio Estado. Entre esos 
conflictos hay un embargo sobre el predio en cuestión. Desde el punto de vista técnico, los embargos no son 
un impedimento, en la medida en que se pueden levantar y se puede superar la situación. Desde el punto de 
vista de la responsabilidad de los individuos que integran la sociedad, una vez cumplidas todas las instancias 
que la ley establece, cuando llegue el momento de adjudicarlo y de firmar el contrato, veremos cuál es el 
estado de responsabilidad de cada uno de ellos, de los que figuren en la sociedad que finalmente sea 
adjudicataria. 


Veremos cuáles son las garantías que respaldan la realización de este proyecto y adjudicaremos o no en 
función de esto. Pero hoy lo que está abierto es que se aceptó una idea que es buena y necesaria, pero además 
de ser buena, el punto es bueno. Se puede discutir sobre esto porque valoramos estos aspectos relativos a por 
qué es buena la ubicación. Esta alternativa es diferente a otras que pueda haber y sobre la base de concretar el 
proyecto -que tiene el plazo inicial de 120 días, porque fue voluntad del Poder Ejecutivo acelerar el trámite y 
apurar las definiciones, aunque ahora se está pidiendo que la prórroga sea hasta el 5 de abril; lo analizaremos- 
se iniciará un camino con todas las garantías -tal como establece la ley- para que se haga un llamado público, 
en el que otros interesados puedan competir en este proyecto y en el que los dueños de la idea tendrán la 
bonificación que establece la ley. Veremos cuál es el porcentaje aconsejado para garantizar el mejor destino 
de una propuesta que queremos que no solo quede en una idea más, sino que sea la concreción de un 
emprendimiento que Punta del Este necesita. 


En esa presentación no estaba el empresario griego; estaba en Uruguay ese empresario griego y 
aparentemente es quien asumió la responsabilidad del conjunto de la sociedad, y el que va a presentar la 
oferta en caso de que se concrete en esa fecha próxima que está fijada. Tal vez eso permita salvar muchas de 
las preocupaciones que lógicamente se ha planteado el señor Diputado. Como es lógico, nosotros estamos 
vigilantes para que esto no salve, pero no para repetir experiencias y multiplicar dificultades sino para salir 
adelante. Reitero: el procedimiento utilizado por el Ministerio de Transporte y Obras Públicas y por el Poder 
Ejecutivo es estrictamente el que solicita la ley. La promoción de este tipo de iniciativas es una necesidad 
que, a nuestro entender, tiene el país, y es una de las funciones que tenemos que procurar. Lo hemos hecho en 
otros casos y me parece que tendremos que seguir haciéndolo. 


En estos últimos días me habrán escuchado hablar de la Ruta N* 10 y del puente de la laguna Garzón. 
¡Cuántas veces lo he repetido! Lo repito ahora porque queremos que se generen condiciones para que, por la 
vía de las respuestas a un llamado, o por una iniciativa privada, se ponga en marcha un mecanismo que nos 
permita avanzar en una obra que consideramos que es un aporte, porque va a haber inversión y trabajo. Según 
quien se presente con la idea, el señor Diputado nos podría decir que Rossi está transformándose en el 
promotor de Fulano de tal o de tal emprendimiento. No, no. Lo que estamos promoviendo es la necesidad de 
desarrollar una serie de obras de infraestructura que tienen que ver con la inversión en el país y con el 
desarrollo y el crecimiento que este necesita. Esto de ninguna manera pone en duda el rol que estamos en 
condiciones de jugar para dar garantías absolutamente a todos los que estén interesados en participar, de que 
van a ser considerados y respetados en sus derechos, sin ningún tipo de discriminación y de favoritismo, que 
según las palabras del señor Diputado, nos parece que eso es lo que él teme, o que teme que se interprete. 
Nosotros por suerte tenemos algunos años en este país, y más allá de confianzas que se tienen o no, estamos 
muy tranquilos porque sabemos que estamos en condiciones de ofrecer, con nuestra conducta y nuestra 
actitud, esas garantías que el señor Diputado reclama. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Señor Ministro, señores integrantes de la Comisión: quisiera hacer alguna 
precisión con respecto a lo que considero que son los alcances de la ley, en la medida en que esta ley va 
a ser reiteradamente utilizada por el Poder Ejecutivo, si Dios quiere... 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Dios lo oiga. 


SEÑOR PRESIDENTE.-...Dios me oiga, en este caso, para llenar ese tremendo hueco que tenemos 
entre el crédito presupuestal y los topes autorizados, que son del orden de US$ 500:000.000. Yo 
discrepo con la interpretación de la norma que hace el señor Ministro. Esta no es una norma que 
regule el llamado a ideas; es una norma que regula la iniciativa privada. En el artículo 19 establece 
claramente que se refiere a iniciativas relativas a actividades susceptibles de ser ejecutadas 
directamente -que no es el caso-, o de ser concesionadas. Pero para hacer una concesión, el 


concesionario tiene que mostrar capacidades técnicas, jurídicas, financieras y económicas. Creo que el 
señor Diputado Gandini claramente ha demostrado que quienes presentan la iniciativa, que son 
exactamente los primeros susceptibles de ser concesionarios, no exhiben estas capacidades. 


Creo que también lo reconoce el señor Ministro cuando dice que serían sustituidos o que no se presentarían 

después y se presentaría otra persona. En definitiva, creo que el Poder Ejecutivo no ha seguido debidamente 
los procedimientos, y creo también en este caso que no es una cuestión del Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas. Aquí está involucrado, y fuertemente, el Ministerio de Turismo; andará el Ministro Lescano a esta 

misma hora presentando "Los negros de la cuchilla", su libro sobre el Liverpool Fútbol Club. 


Quería hacer estas precisiones, en la medida en que esta no es una normativa para regular el llamado a ideas, 
que en lo que me es personal me parece excelente la idea de que el Ministerio tome las inciativas, haga los 
llamados a ideas; ahora, para ello no necesita de quienes se presenten con iniciativas si estos no exhiben las 
capacidades imprescindibles para el desarrollo de las obras. 


Agradecería la respuesta del señor Ministro, y pido disculpas al señor Diputado Gandini, que se había 
anotado para hacer uso de la palabra. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Más allá de que el horario no me 
permite ir a saludar a los negros de la cuchilla -era mi intención-, no estoy en condiciones de decir 
cómo se va a presentar ninguna propuesta, ni quién va a realizar alguna propuesta. Lo que dije 
simplemente es que el ciudadano griego tan comentado, finalmente apareció y tengo entendido que está 
dispuesto a hacerse cargo del emprendimiento. ¿Cómo se va a formular esto? Eso a mí no me 
corresponde, porque yo tengo que recibir la propuesta, y si se da la prórroga recibiremos esa propuesta 
el 5 de abril, y a partir de ahí se analizará, y el Estado uruguayo hará el llamado que corresponde para 
que otros interesados puedan concursar, si los hay. Si llegamos a una definición, quienes sean 
adjudicatarios tendrán que cumplir con toda una serie de requerimientos. 


Por otro lado, tampoco el Estado uruguayo ha promovido un concurso de ideas. No llamamos a ideas a nadie; 
simplemente, mencionamos la necesidad de algunos temas y sobre estos llegan ideas. Algunas propuestas nos 
parecen aceptables y otras no. Ha habido una propuesta muy interesante de una inversión muy importante 
respecto del puerto de Montevideo y del ferrocarril, pero lamentablemente no encajaba en la estrategia 
general que está definida para la política portuaria y el puerto de Montevideo. Con el dolor del alma dijimos a 
quienes presentaron el proyecto y querían impulsar la inversión que busquen alternativas, si es que tienen la 
voluntad de invertir, porque esto no encaja con el desarrollo general que tenemos planteado. 


Nosotros no andamos haciendo llamados: "A ver, Fulano, vení". No; no. Hay una necesidad, que es el puerto 
de Punta del Este. Mencioné dos o tres ideas que se presentaron y hubo alguna otra. A mi entender, tenemos 
necesidad de fortalecer la Ruta N* 10 y esa zona del este. Los recursos presupuestales no son suficientes. 
¿Cuál es el mecanismo? Que haya privados dispuestos a participar, y un instrumento es la Ley N* 17.555 y su 
reglamento. En este caso, quien reunió las condiciones y se presentó, ni siquiera lo hizo ante el Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas. La ley establece que tiene que presentarse ante la Secretaría de la Presidencia 
de la República y ahí se realiza un trámite que da garantías de que esa iniciativa tiene la ventaja de la idea. Se 
labra un acta, etcétera, y recién después nos envían los estudios. A partir de ahí, empezamos a estudiarlos. 


Lo que establecen la ley y el reglamento se había cumplido. Promovimos la aceptación de la iniciativa y al 
hacerlo se abrieron distintas instancias. Una de ellas es la elaboración del proyecto. Otro camino puso en 
evidencia que el predio estaba afectado por un embargo, pero nosotros no lo sabíamos de antemano. No 
podíamos saberlo y no teníamos por qué saberlo, porque no estaba requerido que lo comprobáramos antes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No me opongo en ningún caso a que el Gobierno haga llamado a ideas. Lo 
que digo es que para utilizar las ventajas que la ley sobre iniciativa privada prevé, quien presenta la 
iniciativa debe exhibir las capacidades a que me referí. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Quiero hacer una precisión. 
Nosotros no hicimos ningún llamado a ideas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Preferiría que lo hiciera usted o el Ministerio. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Es otra manera, pero la ley no lo 
establece. 


SEÑOR GANDINI.- El señor Ministro interpreta bien mi preocupación en cuanto a que, precisamente, 
algún desvío puede generar favoritismos por algún grupo empresarial. Esa es mi preocupación, porque 
el Gobierno debería haber descartado esta propuesta, ya que está íntimamente vinculada a quienes la 
proponen, y no son creíbles. ¿Sabe el señor Ministro qué es lo que le piden al Gobierno? No le piden 
permiso para hacer viviendas en Terrazas, un shopping o un hotel; le piden autorización para hacer un 
casino y un puerto. Quienes se lo piden son los mismos que han incumplido en otro casino; son los que 
ahora están buscando un inversor griego para ver si pueden arreglar las consecuencias que tendría el 
incumplimiento respecto de un hotel que se les ha concesionado, que tiene un casino asociado. Ahora 
tratan de buscar a otro griego para venga a poner la plata antes de incumplir, porque no tienen el 
dinero. 


El señor Garbarino me vino a ver -no lo conocía-, preocupado porque yo estaba mencionando su nombre en 
la prensa, y en el mano a mano me dijo: "Nosotros no tenemos los US$ 250:000.000; los tenemos que salir a 
buscar". ¡Cómo no lo voy a saber, si tampoco tiene los US$ 10:000.000! Si no cumplen antes del 6 de marzo 
pierden los US$ 6:000.000 que pusieron y van a sufrir consecuencias muy importantes. ¡Claro que no los 
tienen! Y no tengo dudas de que el casino de Montevideo, el Hotel Carrasco, es un buen negocio, pero no 
consiguieron a nadie para que les ponga la plata. Ahora capaz que tienen a alguien, pero que lo quiere en 
otras condiciones y no heredando los incumplimientos. 


El Gobierno debería haber dicho que la idea es bárbara, pero lástima que la presenta gente con la que 
tenemos dificultades. Y si no sabía, ahora se enteró de que va a hacer un negocio con una empresa que ha 
litigado permanentemente con el Estado, al que ha dado varios dolores de cabeza. Son profesionales de este 
asunto: encuentran la oportunidad; se meten; si es negocio lo hacen y si no, lo dejan, y que las consecuencias 
las paguen quienes vengan atrás. Después tenemos líos en el Parlamento por estas cosas, porque nos 
reclamamos mutuamente responsabilidades de por qué tal o cual obra quedó en el esqueleto o a medio hacer. 
Me parece que el Gobierno debió haber dicho que no a este grupo inversor. Las ideas las tienen todos y 
pueden ser todas muy buenas; el asunto es si creemos en esos inversores, si son inversores o no. 


Creo que el señor Ministro ya hizo manifestaciones que solo se podrían superar en su inclinación hacia este 
grupo inversor si fuera otra la Cartera del Estado que llevara este tema adelante, como la de Turismo -porque 
el centro de la propuesta es el turismo- o la de Economía y Finanzas. 


Quiero reiterar la pregunta que hice al principio. Para que este proyecto sea viable económicamente requiere 
dos autorizaciones del Estado: una respecto del puerto o otra del casino. Los inversores no plantean un casino 
estatal, como han planteado otros hoteles que se han instalado en Punta del Este, sino uno de explotación 
privada. Presumo que eso exige una ley. Si el Poder Ejecutivo aceptó la propuesta, ¿considera enviar un 
proyecto de ley al Parlamento que permita tener un segundo casino privado en Punta del Este? Quienes hoy 
gobiernan, ¿han revisado la posición que mantuvieron con relación a los casinos privados en el pasado, 
cuando votaron y opinaron negativamente sobre el casino existente en el Hotel Conrad? ¿Estoy interpretando 
bien? ¿El Gobierno está aceptando la posibilidad de que en el Uruguay exista un segundo casino privado y le 
va a preguntar al Parlamento si está dispuesto a aprobarlo? ¿Es este el camino que se va a recorrer? 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- En primer lugar, vamos a continuar 
con este procedimiento para ver a dónde llega, porque como existe la instancia de un llamado público 
con todas las garantías para todos los que participan, nosotros no creemos que este camino esté 
agotado. Es más: el Poder Ejecutivo aceptó la iniciativa porque reunía las condiciones que la ley 
requería. Por lo tanto, era una buena oportunidad para poner en marcha un procedimiento que tiene 
un objetivo final que es, efectivamente, atender esa necesidad; el propio señor Diputado acepta que se 
trata de algo necesario y positivo para la zona. Una vez que la propuesta exista, el Poder Ejecutivo 
tendrá que hacer el llamado en base a ella. Es decir, la propuesta sirve de referencia para la 
elaboración del llamado público en el que el Poder Ejecutivo va a estar dando su última palabra 
respecto de un conjunto de temas, entre ellos el casino privado. 


En lo personal, soy partidario de incluirlo y de recorrer las instancias que sean necesarias para su aprobación, 
pero es una decisión que vamos a tomar a partir de esa propuesta que servirá de base para el llamado que el 
Poder Ejecutivo debe realizar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con el criterio que plantea el señor Ministro sobre la aplicación del 
artículo 19 y sucesivos de la Ley N” 17.555 que regulan la iniciativa privada, el conjunto de Diputados 
que estamos aquí podríamos proponer la explotación particular por nuestra parte de una zona franca 
al lado de la zona franca de Montevideo. Como sería una muy buena idea, no tengo la más mínima 
duda, el Poder Ejecutivo nos concedería el permiso y, entonces, habría que salir a buscar el dinero 
necesario, porque es obvio que ninguno de nosotros, ni todos juntos sumando nuestros patrimonios, 
reuniríamos los US$ 10:000.000, que es el mínimo de inversión que una zona franca requiere. 
Entonces, tendríamos la patente para salir a buscar inversores. 


Esta es la demostración clara de que para aplicar la ley se debe exigir la demostración de capacidad 
financiera y económica, además de las capacidades jurídicas y técnicas por parte de quien resultará el 
concesionario. De lo contrario, el camino que hay que seguir no es el de esta ley sino el del llamado a ideas, 
que no da la ventaja del 20% y del desempate en el caso de que se haga el llamado definitivo a la licitación. 
En ese sentido, tenemos que ser precisos en el alcance y en la esencia de la ley porque, si no, podemos caer 
en este tipo de errores. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- El ejemplo que pone el señor 
Presidente no es bueno, porque es evidente que en Montevideo ya existe zona franca y se está 
desarrollando, mientras que en este caso creo que todos coincidimos en que el puerto de yates en Punta 
del Este, Maldonado, es una necesidad, inclusive más de un puerto. Más allá de que el ejemplo pueda 
valer para muchos trámites que todos conocemos, en los que se rifaron y repartieron autorizaciones a 
cuenta de posibles buenos negocios a concretar, en este caso la voluntad del Poder Ejecutivo es la de 
que se concrete la construcción de los puertos de yates y de turismo que necesita el desarrollo 
económico y turístico del país. 


Lo que nosotros hicimos fue ajustarnos a la Ley_N* 17.555 y al reglamento. Si el señor Presidente entiende 
que deben incorporarse nuevas exigencias, precisamente estamos en la Casa de quienes tienen la potestad de 
promover las modificaciones legales que consideren necesarias. Eso no me lo pueden pedir a mí, porque 
desde hace unos meses no estoy con ustedes. 


SEÑOR BRENTA.- En realidad, con esta última frase el señor Ministro se adelantó a lo que yo 
pensaba decir. En los planteos que venimos escuchando hasta ahora, tanto por parte de los señores 
Diputados como del señor Ministro, hay tres coincidencias. La primera es que la iniciativa es buena e 
importante para el departamento de Maldonado y resulta una necesidad, vista la situación del puerto 
de Punta del Este y el desarrollo turístico que los parlamentarios esperamos que tenga en el futuro. La 
segunda es que el desarrollo del proceso que el señor Ministro detallaba está ajustado a derecho, a la 
norma que regula estos procedimientos, que es la Ley N” 17.555. La tercera coincidencia tiene que ver 
con el absoluto convencimiento de la ética y de la transparencia del señor Ministro. Me parece que, en 
realidad, los legisladores estamos trasladando al Ministro un problema que es nuestro, que tiene que 
ver con vacíos que la ley deja con relación a un aspecto relativo a la calificación y al análisis de los 
inversores. 


El Uruguay necesita en forma imprescindible de inversión para crecer y desarrollarse desde el punto de vista 
económico, particularmente en esta área, dada la limitación presupuestal que el Ministerio y el país tienen 
como consecuencia de situaciones que todos conocemos y en las que todos tenemos responsabilidades 
diferentes. Pero lo cierto es que la ley no establece esos mecanismos. Por lo tanto -y en eso estamos 
trabajando-, deben incorporarse a la norma mecanismos que establezcan análisis y controles de quiénes son 
los inversores que impulsan determinado proyecto, sin que esto constituya un obstáculo para la promoción de 
la inversión y, a su vez, dé garantías al Estado, y en este caso al Ministro, que es quien recibe la inversión. 


Para sintetizar, digamos que la iniciativa es adecuada y necesaria para el país y para el departamento. En 
segundo término, creo que todos coincidimos -por lo menos nuestra bancada opina así- en que el 
procedimiento ha sido absolutamente ajustado a la normativa vigente. En tercer lugar, reafirmamos nuestro 


respaldo absoluto a la transparencia y la ética del señor Ministro. En cuarto término, hay una tarea pendiente 
del Parlamento, no específicamente de esta Comisión -aunque nosotros podemos realizar un aporte 
sustantivo-, que tiene que ver con el estudio de una ley que tiene carencias y que no establece mecanismos 
claros a la hora de calificar a quienes impulsan procedimientos de estas características. En ese sentido, como 
bien decía el señor Ministro en su última frase, él no es más Diputado sino Ministro. Es a los Diputados y a 
los Senadores, es decir al Poder Legislativo, que corresponde dar al Poder Ejecutivo las herramientas para 
analizar situaciones de estas características. 


SEÑOR MAHÍA.- En primer lugar, quiero respaldar explícitamente y hacer mías las palabras del 
señor Diputado Brenta, porque concuerdo en su totalidad con lo que dijo. 


Voy a hacer dos o tres consideraciones. En principio, vamos a obviar todo lo que sucedió en los últimos dos o 
tres años, sobre todo a partir de la crisis de 2002, que llevó a situaciones muy difíciles, tanto en los contratos 
de privados con el Estado como de los privados entre sí; ello generó en algunos casos renegociaciones de 
contratos y en otros en los que estas no se justificaban -venían de años de práctica- sirvió para aprovechar la 
bolada. Sin embargo, no es un dato menor considerar que el Uruguay pasó por un traumatismo muy fuerte 
desde el punto de vista económico y que por lo menos el mercado nacional -en términos generales; no estoy 
hablando de casos específicos- sufrió algún tipo de cimbronazo por esta situación. 


Concuerdo totalmente con lo que decían el señor Diputado Brenta y el señor Ministro al finalizar sus 
palabras, en cuanto a que aquí hay tarea para profundizar en materia legislativa, y no solo en esas áreas. 
Recuerdo que en la Administración pasada -y en otras también- en determinado momento la ANEP fue uno 
de los mayores impulsores de la inversión pública a través de la construcción de escuelas y liceos. 


Voy a dar un ejemplo concreto que hace al departamento de Canelones y que el señor Diputado Espinosa 
conoce. Me refiero al liceo de Lomas de Solymar, que fue inaugurado en marzo del 2000 a toda velocidad, 
pero desde mayo de ese año en la Comisión de Educación y Cultura recibimos a padres preocupados por su 
estado de situación y todo lo que vino después. Hubo problemas con las empresas encargadas de la 
construcción; en determinado momento hubo que hacer el pilotaje de la obra y cuando se llama nuevamente a 
licitación se le termina adjudicando a la misma empresa porque no existía en plaza otra de esa calificación 
para llevar adelante el emprendimiento. Además, no se han cruzado los datos de otras variables que son bien 
importantes históricamente; me refiero, por ejemplo, a los aportes al Banco de Previsión Social y a las 
relaciones laborales. Una cantidad de empresas que licitaron con el Estado no cumplían con esto y, de todos 
modos, seguían presentándose. Quizás haya un vacío legal y tengamos que avanzar en ese sentido. Todos 
sabemos como es el Uruguay; somos un pequeño país en el que necesitamos inversores nacionales o 
extranjeros, pero no sobran; por lo tanto, tenemos que regular la actividad para que las inversiones tengan 
garantías de cobro y de efectividad para el Estado, lo que no hemos tenido. 


En síntesis, el señor Ministro de Transporte y Obras Públicas -como sostuvo el señor Diputado Brenta- se ha 
ajustado a derecho y a las normas que hacen a este tipo de emprendimientos. Por lo tanto, queríamos 
establecer con claridad nuestra posición al respecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si la Comisión está de acuerdo, debemos autorizar a la señora Diputada 
Kechichián a hacer uso de la palabra. 


VARIOS SEÑORES REPRESENTANTES.- ¡Apoyado! 


SEÑORA KECHICHIÁN.- Comparto totalmente la intervención que realizó el señor Diputado Brenta. 
Este es un debate interesante y es bueno que el Gobierno y la oposición convengamos algunos puntos. 
Hay algunas cosas en las que me parece que hemos avanzado, como en que el Uruguay necesita 
determinada infraestructura para su desarrollo turístico y comercial, incluida la multimodalidad de 
transporte, etcétera 


Hemos discutido muchas veces este tema en el plenario, en el que esta ley se ha tratado. Creo que en esta 
sesión ha quedado bien claro que los pasos con relación a los que la ley está estipulando negro sobre blanco, 
se han cumplido rigurosamente. Lo que tenemos que discutir nosotros, los parlamentarios, es si a esa ley le 
incluimos que cuando alguien presente una idea, además venga con los avales correspondientes que hoy la 


ley pide en otra instancia, no en la inicial. Comparto que hoy todos debemos preservar ese respaldo para los 
empresarios que quieran invertir en este país, aunque los uruguayos están un poco cansados y descreídos 
porque hemos tenido muchas malas experiencias. Recuerdo que el señor Diputado Gandini nos hizo una 
advertencia en medio del debate en el plenario -discutí mucho con él- que me quedó muy grabada; dijo que 
en algún momento ellos fueron muy ingenuos o muy confiados -no recuerdo exactamente la palabra que 
utilizó. Y está muy bien que lo haya dicho, porque en el ejercicio del Gobierno, cuando uno está 
representando los intereses de todos los uruguayos, tenemos que ser muy cuidadosos y aprender de lo bueno 
y de lo malo que puede haber sucedido en el pasado. Este es un país que tuvo un Presidente de la República 
que presentó un proyecto como el de los malayos -no sé si lo recuerdan-, y parecía que se concretaba de hoy 
para mañana, porque tenía el aval de las más altas autoridades del Gobierno. Eso también ha lesionado 
mucho la confianza y la credibilidad con la que debemos trabajar. Precisamos a los inversores privados y a 
una sociedad civil que confíe en que esos son los caminos transparentes que un Gobierno tiene que transitar 
para conseguir la inversión que el Uruguay necesita hoy. 


Comparto con los señores Diputado Brenta y Mahía que el Parlamento es el que deberá empezar, a partir de 
las dolorosas experiencias, a pulir algunas herramientas que den garantías. Pero hoy este Poder Ejecutivo y 
este Ministerio de Transporte y Obras Públicas no se han salido ni un ápice de lo que la ley estipula. 


SEÑOR PRESIDENTE. Entiendo que el artículo 19 habla de que la ley se refiere a obras susceptibles 
de ser ejecutadas directamente o de ser concesionadas, y la concesión, desde mi punto de vista, implica 
el análisis de las capacidades del concesionario. De cualquier modo, si hubiera que efectuar precisiones, 
el Poder Ejecutivo tiene en la reglamentación de la ley un instrumento para hacerlas de acuerdo con su 
voluntad y sin desdecir lo que establece el artículo 19. 


SEÑOR GANDINI.- Sin ánimo de continuar la polémica -creo que las posiciones están claras-, quiero 
aclarar algunos aspectos porque comparto cosas que se han dicho recientemente en la Comisión, pero 
otras no. 


Al principio de su primera respuesta, el Ministro refería a que mis diferencias son en cuanto a los 
procedimientos, y yo lo ratifico. Los procedimientos no son aspectos de menor jerarquía; las formas hacen al 
fondo, las formas son las que nos dan garantías y el administrador tiene procedimientos que son 
absolutamente imprescindibles de ser cumplidos para que existan esas garantías. Mis diferencias con relación 
a los procedimientos no tienen que ver con el apartamiento de la ley, sino con la actitud personal que asumió 
el Ministro con relación a este tema. Lo dije desde un principio. No me gustó ver al Ministro defender el 
proyecto en conferencia de prensa y presentando a los inversores o conociéndolos. 


Nuestra legislación vigente establece en varios textos que se le exige al ciudadano, al administrador, a la 
persona en muchos casos, la diligencia de buen padre de familia; y esta es una obligación genérica, es la de 
actuar como lo hace el buen padre de familia. 


(Interrupción de la señora Representante Kechichián) 
——_No sé, pero hoy está vigente y es una obligación. 


Creo que está dentro de la diligencia del buen padre de familia, del administrador, aunque la ley no lo obligue 
-tampoco se lo prohíbe-, analizar los antecedentes de los que vienen a proponer una inversión, porque cuando 
el Poder Ejecutivo o el Ministerio estableció la aceptación, le dio una ventaja importantísima a este sector. Si 
dijo "acepto", dijo "le doy entre el 5% y el 20%", eso lo va a determinar después. Pero si es un 20%, en un 
proyecto de estas características, quizá sea inalcanzable para otros inversores, porque es una rentabilidad muy 
importante. Y si esto termina en un canon, un 20% de diferencia entre uno y otro es fenomenal. O sea que ya 
el Gobierno empezó a constituir consentimiento con obligaciones propias porque dijo: "Acepto y usted tiene 
ventaja". Y si mañana analiza otros aspectos después que las partes se presentaron, aunque una sea más 
conveniente que las otras, el Estado tendrá que recorrer un camino justificando que no otorga por aspectos de 
antecedentes, aunque la propuesta sea mejor. Creo que el Ministro se compra un lío y que debió actuar 
previamente. 


No voy a poner en aprietos al Ministro; simplemente, voy a realizar una pregunta en voz alta porque no 
puedo dejar de hacérmela. El Banco Hipotecario fue el primero que reaccionó. Mis declaraciones de prensa 


son de cuatro o cinco días después. El Poder Ejecutivo tomó la resolución el 31 de octubre, el 1* de 
noviembre salen publicadas las noticias en el diario "El País" y el 2 de noviembre se conocen en la prensa las 
opiniones del Presidente y del Vicepresidente del Banco Hipotecario, asombrados por el interés del 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas en este tema, dado que estaba involucrado un incumplidor que 
había sido objeto de rescisión de contrato y de denuncias penales y civiles por parte del Banco Hipotecario. 
Me pregunto qué hubiera opinado el Ministro de Transporte y Obras Públicas si el Banco Hipotecario hubiese 
contratado con la empresa que construyó el puente de Santiago Vázquez, después que el Ministro la rescindió 
por incumplimientos. ¿Qué hubiera opinado? Se hubiera asombrado, porque después de ese fenomenal 
antecedente, esa empresa no podría hacer más nada en este país, pues el Estado es uno, no muchos; es uno. 
Uno se plantea: entre ellos hay alguien que incumplió con la Intendencia Municipal de Montevideo, y el 
Intendente está viendo cómo resuelve ese problema. Y, obviamente, la solución pasa por sacárselo de encima; 
no hay otra posibilidad, tiene que sacárselo de encima. Digo esto porque si bien en 2002 hubo problemas 
financieros para todos -incluidas las empresas encargadas de la construcción del puente de Santiago 
Vázquez-, también es cierto que CARMITEL S.A. realizó un nuevo contrato el 1* de junio de 2005, que 
tampoco fue cumplido por el señor Garbarino, que preside la empresa. Repito: se comprometió a nuevas 
obligaciones y tampoco las cumplió. Ahora el lío es más grande todavía, porque se tragó parte del plazo que 
era imprescindible para construir la obra, y no hay posibilidades de modificar el almanaque. Además, a otro 
de los empresarios el Banco Hipotecario le ha rescindido contratos por incumplimiento. Sin embargo, otra 
parte del Estado le dice: "Si usted me trae un proyecto que es bueno, tiene un 20%", o un 5%, o un 10%; no 
sé. 


Me pregunto cómo hubiera tomado el señor Ministro de Transporte y Obras Públicas que el Banco 
Hipotecario hubiera contratado la construcción de edificios con Gualtieri. Bien no le hubiera caído. 


Dejo esto por aquí. Creo que sobre estas cosas debemos reflexionar. En ese sentido, tomo el guante; creo que 
podemos agregar elementos para que, cuando aparezcan inversores que requieran del consentimiento del 
Estado -que debe administrar bien sus riquezas y su patrimonio-, se establezcan previamente garantías de 
cumplimiento, antecedentes y demás, que nos aseguren que los dolores de cabeza los tendremos antes y serán 
pequeños, y no después, cuando ocasionan problemas en varios frentes de gobierno, e insumen demasiado 
tiempo a todos los que tenemos que ver con estos temas. 


Por ahora, me declaro satisfecho con esta comparecencia enriquecedora, aunque mantengo diferencias. 


SEÑOR DOMÍNGUEZ.- Es importante que nos pronunciemos con relación a este aspecto. Lo que han 
dicho los compañeros de nuestra fuerza política me deja conforme, pero quiero resaltar la importancia 
del planteamiento del señor Diputado Gandini, que no solo es ilustrativo sino que nos permite ver la 
rigurosidad y apego a la ley con que el Ministerio ha funcionado. En este sentido, pienso que los 
agregados que podamos hacer también están vinculados con el hecho de que -como bien decía el señor 
Presidente de la Comisión- el artículo 19 proporciona herramientas como para concretarlos. 


En definitiva, no es fácil preservarnos de este tipo de situaciones. De todos modos, esto viene muy bien 
porque tiene que ver con la subjetividad política necesaria con la que tiene que funcionar el Parlamento. 
Venimos precedidos por decenas de situaciones como las que se han planteado; el señor Ministro debe de 
recordar las vicisitudes que se vivieron en esta Comisión por un sinfín de problemáticas que se dieron no solo 
en el Ministerio de Cáceres sino también en otros anteriores y que seguimos padeciendo hoy. Entonces, lo 
importante sería que avanzáramos, y precisamente por eso me parece importante el planteamiento del señor 
Diputado Gandini, que actualiza un problema serio del funcionamiento del Estado, relacionado con los 
profesionales que actúan para resolver las necesidades que se dan en ciertas esferas del Estado. Pero en todos 
lados se ha dado y se da. Tuvimos desastres extraordinarios; podría hablar de alguno de los casos planteados. 


Seguiremos estudiando el tema, pero tenemos la garantía de que, además de legislar, ejercemos el control; a 
veces, para controlar debemos sancionar leyes. Esta es la mayor garantía que tenemos. Y puede quedarse 
tranquilo el señor Diputado Gandini: estaremos a la altura de las necesidades que existen. 


No voy a expresarme en cuanto a la confianza en el Ministerio, porque ya lo han hecho los compañeros y lo 
ratifico totalmente. Además, me parece que colaboraremos muchísimo despejando las situaciones. 


Hay cosas que me llaman la atención como, por ejemplo, la presentación de AFE, porque implica que 
innovemos en aspectos en que no habíamos previsto hacerlo. Sin embargo, creo que todos debemos buscar la 
inversión con mucha ansiedad porque no contamos con el dinero suficiente y hay órbitas en las que existe la 
brutal necesidad de que haya un puntapié inicial, el que a veces tendrá que quedar en manos de los privados. 
Quizás eso no estaba en el presupuesto ideológico de algunos de nosotros, pero es así y, por supuesto, 
tenemos que buscar la forma más segura de evitar que se reiteren situaciones que se han dado 
sistemáticamente en el país. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Valoro mucho el desarrollo de 
reuniones de este tipo y de un trabajo en el que efectivamente se pueden analizar las distintas 
situaciones que se generan a partir de la necesidad que tiene el Gobierno, el Estado, de buscar recursos 
y de promover inversiones que abran puertas, a pesar de que ello siempre implica riesgos. 
Lamentablemente, las líneas para lograr vínculos con potenciales inversores en el país que se conocen, 
no son demasiadas. Los inversores no están golpeando las puertas para promover negocios e invertir en 
el Uruguay. Lamentablemente, eso todavía hay que incentivarlo y promoverlo, y entre quienes juegan 
estos roles de intermediación hay quienes lo hacen con reglas éticas y quienes lo hacen no se sabe cómo. 
Por ello, siempre corremos el riesgo de quedar entrampados; hay ejemplos de sobra -que no viene al 
caso mencionar- de situaciones en las que el Estado queda atrapado en problemas de difícil salida. 


Por eso yo valoro este intercambio, pero -claro- desprecio la descalificación, el enchastre, el hecho de 
lastimar la moral de alguien usando una coyuntura. Pero reitero que valoro el intercambio que permita 
construir mejores soluciones y alertar sobre riesgos y problemas. En esa dirección quiero hacer algunos 
comentarios. 


Yo conocía problemas que tenía el Banco Hipotecario -quién no los conoce- con la empresa administradora 
del Plan Fénix y con predios que estamos empeñados en recuperar porque los necesitamos para reintegrar una 
actividad productiva que el país nunca debió abandonar, que tiene que ver con el futuro del puerto y del 
ferrocarril. Los conocíamos; habíamos tenido entrevistas con el Presidente del Banco Hipotecario y habíamos 
hablado de estos temas. Pero jamás apareció el nombre de este señor en esas conversaciones. Era una de las 
contrapartes que el Banco Hipotecario tenía en esta situación, pero no teníamos por qué saberlo, no había 
surgido en las conversaciones. Por cierto que sabíamos que el problema existía, porque estábamos planteando 
la recuperación de la playa de maniobras, edificios, etcétera. Pero como hay un pedido de reserva de los 
nombres y de las propuestas, una vez que se tomó la resolución, se destapó quiénes eran los integrantes de la 
sociedad que hacía la propuesta y empezaron a sumarse noticias. Entonces, es posible que el Presidente del 
Banco Hipotecario, que hizo las declaraciones públicas de referencia, se haya sentido legítimamente 
sorprendido por la situación; reitero que nosotros no la conocíamos. 


Tampoco sabíamos del embargo del terreno, pero sí sabíamos que era propiedad de este señor. ¿Por qué? 
Porque figuraba en una de las documentaciones que la ley exige que se presente; precisamente, en el 
compromiso de compra-venta se establece que el titular es el señor Barboni. Pero no teníamos conocimiento 
del embargo. Nosotros no tuvimos ninguna comunicación previa, ni debíamos tenerla; tampoco lo exigía la 
ley. Se presentó el compromiso con las certificaciones notariales correspondientes. 


Nosotros sí conocíamos la situación de CARMITEL, sus dificultades con las obras del Hotel Carrasco y con 
la Intendencia Municipal de Montevideo, que vienen de tiempo atrás y que en reiteradas ocasiones fueron 
muy comentadas. También conocíamos quién era el titular de CARMITEL. Pero estas son dificultades en un 
proceso de transacción, de negocios con la Intendencia Municipal de Montevideo, que tiene un empresario 
que, por otra parte, tiene una serie de otros antecedentes que, nos consta, han culminado exitosamente. Creo 
que es bastante común en la vida empresarial y comercial que existan determinados problemas en algunos 
emprendimientos, lo que no significa la descalificación para todos los emprendimientos, máxime cuando hay 
antecedentes de otros -reitero- terminados exitosamente. 


Esta es la realidad de lo que nosotros manejamos a partir de que se tomó la decisión del Poder Ejecutivo. Es 
evidente que hubo distintos tipos de repercusiones y, desde luego, estamos alertas respecto al recorrido que 
tenemos por delante, con el objetivo de procurar que el emprendimiento, que tiene la razón de agregar a 
Maldonado y a Punta del Este lo que necesitan, se abra camino, pero no a cualquier precio, sino al del 
cumplimiento estricto de las obligaciones que imponga la ley. Y, además, queremos que nos den garantía de 
que eso no se transforme en un nuevo monumento, de esos esqueletos que han caracterizado al Uruguay en 


los últimos años, que permanecen después como la muestra de nuestra ineficacia y de nuestra desgracia. En 
ese sentido, recojo este intercambio como una contribución a encontrar esos caminos. 


Quisiera aprovechar la oportunidad para hacer entrega a los señores Diputados de un compromiso que 
teníamos con la Comisión de Tránsito y Transporte, que refiere a la iniciativa sobre seguridad de tránsito y 
demás. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hay un tema que es una exposición del el señor Diputado Domínguez, que 
más que una exposición es un pequeño informe que quiere hacerle. 


SEÑOR DOMÍNGUEZ.- Es nada más que una cuestión verbal; en realidad, hubo un vacío. 


Nos referimos a la crisis de estos días con relación a la obstaculización de pasaje de transporte internacional 
por los puentes de nuestro país, fundamentalmente el puerto Fray Bentos-Puerto Unzué. Tuvimos noticia de 
que el martes había cuatrocientos camiones entre Gualeguaychú y la cabecera del puente Fray Bentos-Puerto 
Unzué. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representantes Julio César Fernández) 


———Nos trasladamos allí y mantuvimos reuniones con transportistas de diversas nacionalidades; con 
chilenos, argentinos y, obviamente, uruguayos. A los efectos de que el Ministerio tenga información de ello, 
queremos decir que también había una preocupación por parte de los transportistas uruguayos en cuanto a 
que el Ministerio estuviera más activo en esta situación. Queremos trasladar esta inquietud por que las 
gremiales tampoco estuvieran muy atentas, pues CATIDU y los transportistas profesionales de carga 
reaccionaron muy tarde. Los camioneros pasaron por un momento muy difícil; hicieron un piquete -en el que 
estaban todos de acuerdo-, que fue rápidamente disuelto por la Gendarmería argentina, en clara colaboración 
con el planteo de obstaculizar el tránsito por el puente Fray Bentos-Puerto Unzué. Al otro día, el jueves, a 
raíz de la discusión que tiene el Gobernador Busti con el Presidente argentino, se levantan las medidas y se 
habilita la posibilidad de que por el puente de Paysandú se evacue a la mayoría de esos camiones con su 
carga. Allí surgen una cantidad de situaciones referidas al tema aduanero que al Ministerio y a esta Comisión 
van a interesar, porque nos vincula. A los transportistas se le agrega un problema al que ya tenían: que la 
Aduana se enlentece. La esmirriada organicidad aduanera -al menos en Paysandú, donde cuentan con una 
sola línea para llevar adelante todo el sistema de seguridad aduanero, llamado "Lucía"- hizo que los 
despachos estuvieran muy enlentecidos. Allí se origina una situación que podría haber sido grave; se produce 
otro piquete por parte de los camioneros chilenos, que genera por varias horas un aditivo a la problemática 
existente. No había medioambientalistas cortando el puente y existía la posibilidad de pasar, pero al 
producirse un enlentecimiento muy serio con la aduana -más allá de los esfuerzos que hace la Aduana y su 
Subdirector, el señor Peraza Labat, que puedo afirmar que trabajó incesantemente en el tema, trasladándose 
hasta Paysandú- podían haber ocurrido situaciones muy difíciles porque los despachos llegaban mal, sin 
orden, pasaban primero camiones que llegaban últimos y había camioneros que hacía veinticinco días que 
estaban en la vuelta frenados tanto en Gualeguaychú como en Colón. 


Entonces, ante esa situación, me parece que la Comisión de Transporte y Obras Públicas debe analizar el 
tema y trasladarlo al Ministerio para que haya agilidad en su tratamiento, observándolo en concordancia con 
la propia Aduana para estudiar soluciones. Creo que el escenario cambió y que no va a ser solo en Fray 
Bentos. He mantenido reuniones con empresarios de camiones -principalmente en mi departamento- y ellos 
plantean que había un cuello de botella permanente en Fray Bentos, y que casi todo pasaba por allí. Ahora los 
camiones de Brasil y de Chile van a empezar a pasar también por el puente de Paysandú. Van a incorporar 
vías, incluso Salto, que es lo que habilitó la Aduana pero sin personal suficiente. 


Me parece que esto es una señal de un momento muy crítico que pasamos en la frontera, que tiene que ver 
con el problema general, pero no es lo que quiero trasladar aquí, porque esta cuestión está siendo atendida 
por Cancillería y por Presidencia. Pero me parece que nos corresponde, como Comisión, tener en cuenta 
estos hechos que fueron muy duros y pueden acarrear consecuencias muy fuertes, más allá de la muy buena 
voluntad que tienen los organismos del Estado, inclusive el argentino, a pesar de que muchos camioneros 
sintieron que se les daba un tratamiento muy desigual por parte de la Gendarmería. Estas cuestiones que se 
vivieron allí forman parte de las discusiones que deberemos tener a nivel del MERCOSUR. 


Esa era la información que quería brindar a la Comisión, al Ministro de Transporte y Obras Públicas y al 
Director Nacional de Transporte. 


SEÑOR ESPINOSA.- Muchas veces es difícil en este ámbito decir algunas cosas; debemos abstenernos. 
En el universo de temas que se han ido desprendiendo de esta reunión, nos hubiera gustado preguntar 
sobre peajes, apoyo al Gobierno Municipal y posibilidad de puertos en nuestro departamento. En 
definitiva, eso es lo que ha tentado a hacer algunas apreciaciones en cuanto a las políticas y a las 
inversiones viales en anteriores Administraciones. 


Yendo al tema concreto de las papeleras e independientemente de los matices y de los cambios de posición, 
que valoramos, y de nuestra percepción respecto a cómo ha actuado el Gobierno en ese sentido, cabe resaltar 
que todos los Partidos Políticos están en un claro y firme apoyo a nuestra soberanía, a nuestras inversiones y 
la creación de nuevas fuentes de trabajo. En tal sentido comparto totalmente la línea de pensamiento que 
explicaba el señor Diputado Domínguez. Para no extendernos mucho y poder ingresar al cuarto punto del 
orden del día, me gustaría formular dos o tres preguntas muy concretas al señor Ministro. 
Independientemente de las gestiones que ha llevado adelante la Cancillería, quisiera saber si el Ministerio, 
con sus pares argentinos y a través del MERCOSUR en lo que respecta a los acuerdos internacionales de 
transporte, ha realizado actuaciones. Desearía conocer si existe alguna evaluación acerca de cuáles han sido 
las pérdidas, o la cantidad de camiones, de tránsito vehicular, de transporte colectivo y de carga que se han 
visto afectados; si existe alguna proyección. A su vez, en lo que refiere a los piquetes, quiero decir lo 
siguiente. 


El señor Diputado Domínguez detallaba recién las alternativas diseñadas y que se han ejecutado hasta la 
fecha, pero me gustaría saber cuál es la coordinación del Ministerio con la autoridad pública. Digo esto 
porque sabemos que el Gobierno ya ha establecido claramente -cuestión que apoyamos, por supuesto- que no 
se van a permitir los cortes de rutas en nuestro territorio. 


Además, quisiera saber si dentro del pensamiento del Ministerio acerca de estos perjuicios económicos reales 
-hay pérdida de jornales, volúmenes de carga y transportes previstos que no se han podido ejecutar por esta 
circunstancia- puede existir la posibilidad de atender a estos transportistas afectados por la situación, porque 
los impuestos y los tributos hay que seguir pagándolos. Sé que esto es muy difícil de articular y quizás sea 
una utopía, pero desearía saber si podría existir alguna compensación al respecto. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS-. Voy a empezar por la última 
intervención. 


En su momento, el Ministerio de Transporte y Obras Públicas realizó gestiones cuando se insinuaban las 
primeras medidas en la frontera y mantuvo conversaciones con el Ministro debido, que es el responsable de 
toda el área de infraestructura y de él depende la Dirección de Transporte de Argentina. Además, tuvimos una 
entrevista con la Cancillería argentina en la persona del Subsecretario de Relaciones Exteriores. En esas 
entrevistas estuvimos acompañados por funcionarios de la embajada uruguaya en Argentina y por el propio 
embajador de Argentina en Uruguay. 


Posteriormente, las cosas pasaron a otra etapa y a nivel del Gobierno uruguayo se decidió que todas las 
gestiones e iniciativas se promovieran a través del Ministerio de Relaciones Exteriores, de la Cancillería 
uruguaya, porque no queríamos ni queremos caer en ningún tipo de contradicción. Además, es intención del 
Gobierno que la palabra oficial se exprese a través de los voceros autorizados en este tema que son, 
obviamente, el señor Presidente de la República y el señor Canciller. 


Que existen pérdidas, vehículos afectados y daño económico para particulares, no tenga ninguna duda; hay 
un sinnúmero de anécdotas de situaciones familiares realmente dramáticas, que se vivieron como 
consecuencia de lo impredecible de los tiempos y de las rutas. Además, se afectaron las economías de las 
empresas de transporte de pasajeros. Existen problemas en cargas que se demoraron tiempo excesivo, cargas 
nacionales y de otros países. Por lo tanto, también existen pérdidas de los camioneros uruguayos, pérdida de 
ganancia, pérdida de rentabilidad, pero también pérdidas concretas y objetivas que tienen que ver con los 
costos de mantenimiento de esas unidades y la incertidumbre de las cargas. A su vez, dentro del daño que ha 
recibido el país, existe algo mucho más importante y que tal vez no esté debidamente visualizado. 


En el proceso de integración económica, que independientemente de nuestras buenas o malas relaciones con 
los vecinos es un proceso que va a seguir desarrollándose y creciendo, existe competencia en los trazados que 
nos permiten contar con el tránsito de vehículos de carga y potenciales negocios con empresas de transporte y 
con camioneros de distintas nacionalidades. Entonces, se ha generado incertidumbre en cuanto a la 
utilización del recorrido Uruguay en cualquiera de sus alternativas, más allá de que está bien que se habiliten 
otros caminos. La incertidumbre nos produce daño por lo que perdemos acá pero mucho más daño nos 
produce en la carga que perdemos. Ante la dificultad, se opta por Paso de los Libres, y entonces los 
problemas quedan restringidos a las comunicaciones entre Argentina y Uruguay y entre Uruguay y Argentina. 
De todos modos, se nos escapa el grueso de la carga que tiene una importancia estratégica para seguir 
desarrollando una concepción acerca del rol que debe jugar nuestro país en la región. 


Hace algunos meses discutíamos y fundamentábamos por qué habíamos perdido mucho tiempo con el Puente 
Colonia-Buenos Aires, mientras que lo que necesitábamos era poner en marcha medidas mucho más 
concretas y posibles para asegurar el ofrecimiento de corredores que pudieran estar al servicio de esa carga 
internacional tan importante, de modo de integrarnos a la economía de la región. Fíjense ustedes: tras 
cuernos, palos. Estamos hasta trabados en la posibilidad de ese enganche que nos acerque al nudo de 
comunicaciones de Zárate, en Argentina. Digo esto porque el Puente Punta Chaparro-Brazo Largo se ubica 
entre Mercedes y Entre Ríos. A estas dificultades se nos une ahora que la incertidumbre a lo largo de toda la 
frontera hace que quien tiene una carga en Brasil, en Chile o en Argentina, para Porto Alegre, ¡qué va a estar 
perdiendo el tiempo para ver si lo dejan o no pasar! Como ustedes ven, el tema es por cierto gordo. 


Con respecto a la pregunta sobre compensaciones a los transportistas, debo decir lo siguiente. Uruguay está 
perdiendo mucho con esto, lo que significa que todos los uruguayos estamos perdiendo un poco. El señor 
Diputado Domínguez hablaba de un papel más activo. Yo creo que hemos estado atentos; inclusive, antes de 
que el nudo apretara, en estas entrevistas que comuniqué. También nos preocupamos después. Hemos estado 
procurando actuar en coordinación con el Ministerio de Relaciones Exteriores. En tal sentido nos han llegado 
múltiples alertas sobre dificultades a nivel de la Dirección Nacional de Migración, que en un principio 
tratamos de resolver. Nos han llegado problemas respecto a la Dirección Nacional de Aduanas y nos han 
llegado otros temas que comunicamos a la Cancillería para su coordinación con el paso de frontera. Además, 
hemos dado instrucciones a los funcionarios de la Dirección Nacional de Transporte para que ninguna carga 
ni ningún pasajero tuviera ningún tipo de demora en la comunicación; es decir, priorizábamos la circulación 
al control. 


Estamos en conocimiento de que se generaron algunos problemas fundamentales en Paysandú, cuando el 
jueves y el viernes pasados hubo un desvío masivo de camiones hacia esa ciudad. Ustedes saben que las 
cargas llevan unas guías que son muy estrictas en cuanto a establecer el recorrido y el paso de frontera. En 
este caso se logró hacer una modificación para flexibilizar estos requisitos, pero ¿qué pasa? Al principio nos 
llegó la información de que lo que había era un solo puesto de Aduana, un solo funcionario, una sola 
computadora, y era cierto. Entonces, nos pusimos en comunicación con la Cancillería para que con la Aduana 
procuraran trasladar inclusive a los funcionarios de Río Negro que estaban sin trabajar. La Intendencia 
Municipal de Paysandú -que estuvo muy activa junto con la Intendencia Municipal de Río Negro- ofreció 
poner los equipos que fueran necesarios para facilitar la operación. Ni siquiera había que hacer el traslado 
desde Fray Bentos. Ahí nos llegó una segunda noticia: 


que las demoras también estaban vinculadas al hecho de que la documentación que tenían que proveer los 
despachantes de Aduana no había llegado a tiempo, en función de que estos se habían visto sorprendidos 
debido al cambio. Entonces, por un lado estaban los camiones esperando y, por otro lado, la Aduana sin los 
expedientes para poder tramitar. Eso finalmente fue superado y el tema se canalizó, en esa coyuntura que se 
dio, pero está lejos de resolverse. 


Ha habido conflictos del lado argentino y ha habido situaciones en las que los propios transportistas 
uruguayos están procurando encontrar mecanismos para defender su derecho a la circulación y su derecho al 
trabajo, porque el hecho de que las cargas queden restringidas a la comunicación obligatoria entre Argentina 
y Uruguay hace que también ellos pierdan o corran el riesgo de perder la participación en el transporte de 
otras cargas. 


Esto es lo que yo les puedo informar. 


Si dispongo de un par de minutos, me gustaría referirme al otro asunto. 


Nosotros ya habíamos hablado con algunos legisladores y con los integrantes de la Comisión de Tránsito y 
Transporte sobre la necesidad de hacer un esfuerzo de trabajo conjunto para promover algunas 
modificaciones en lo que tiene que ver con la seguridad en el tránsito. 


En su momento hubo una ley y una comisión, pero esta en realidad no tenía capacidad resolutiva, no era un 
ámbito ejecutivo y, entonces, había permanentemente un intercambio de opiniones que dio lugar a que mucha 
gente supiera mucho de tránsito y de seguridad en el tránsito, pero eso se reflejaba poco hacia abajo. 


De tanto en tanto, cuando había una semana complicada o un accidente grave, entonces aparecía el choque 
contra la realidad y todo lo que se pierde, desde todo punto de vista. Había una cierta hipocresía nuestra en 
ese tema. Nosotros teníamos que hacer un esfuerzo para realmente aportar a eso y no salir con avisitos como 
el del Banco de Seguros del Estado, que es para vender seguros pero no para aumentar la seguridad en el 
tránsito. Tampoco se trataba de realizar campañas como las que están anunciadas -no voy a decir el pecador 
todavía- para promover a determinadas instituciones y sus productos y, de paso, la seguridad en el tránsito. 


Tenemos que lograr coherencia, a través de una ley que establezca, no una solución para todos los problemas, 
pero al menos algunos elementos que valgan para todos. Por ejemplo, si no podemos hacer un solo 
reglamento de circulación vial en este país porque se nos ocurre tener veinticinco, que por lo menos haya 
diez o quince medidas que sean obligatorias en todo el país. Hoy no las hay. 


Si no existe un registro de infractores, debemos tenerlo porque si no, ¿cómo vamos a separar la paja del 
trigo? No podemos seguir dando licencia de conducir según la cara del cliente en todos los departamentos. 
No podemos seguir sin una política de educación en el tránsito, empezando por los niños. Esto ya no lo 
cambiamos nosotros, pero tenemos que empezar a sembrar para que se genere otra conciencia. 


No podemos seguir entregando las licencias de conducir en el momento en que a alguien se le ocurre comprar 
un auto. Nuestros jóvenes deben estar preparados, no solo para conducir un vehículo sino para saber todas las 
responsabilidades que derivan de eso. 


Entonces, como esto es muy complejo y cada maestrito tiene su librito -Diputados, el Ministerio y demás-, 
nosotros no queremos ser el pivote de todo esto: que se ubique donde tenga que ubicarse, pero tiene que 
haber un ámbito ejecutivo que tome decisiones y que esas decisiones sean para todos. 


En ese sentido, nosotros ofrecimos hacer un trabajo de recopilación y se hizo una serie de consultas al 
Congreso de Intendentes, autoridades de la enseñanza, legisladores, entidades privadas. Este borrador es la 
base para un trabajo que me parece que la Comisión puede realizar, desde luego, recorriendo todos los 
caminos que tenga que recorrer para armar un proyecto. Nosotros no lo mandamos como un proyecto de ley, 
como una iniciativa del Poder Ejecutivo, justamente porque no queremos que sea así. Es más: este es un 
anteproyecto, un borrador para la discusión, un aporte para el trabajo de la Comisión, que tendrá un camino 
que recorrer con los aportes de los legisladores, muchos de los cuales se han preocupado por el tema. 


Si del trabajo de los señores Diputados surge una iniciativa más o menos madurada que cuente con los votos 
-en realidad, lo importante es ver si alcanzamos un consenso suficiente para lograr su aprobación- y 
entienden necesario, por ejemplo para la creación de un ámbito ejecutivo y demás, la iniciativa del Poder 
Ejecutivo, nosotros estamos dispuestos a recibir las conclusiones, es decir, el resultado del trabajo de ustedes 
para promover la iniciativa a nivel del Poder Ejecutivo a los efectos que correspondan. Si no es así, el trámite 
lo tiene la Comisión y el Parlamento en sus manos. 


Nosotros estamos haciéndoles llegar ese borrador o anteproyecto para que ustedes decidan sobre cómo 
seguimos la historia. Desde luego que estamos a las órdenes para brindarles toda la información técnica, 
realizar intercambios y trabajar, no solo para convocar al Ministro sino para que nuestros técnicos puedan 
colaborar con los señores Diputados. 


Nos asusta un poco el hecho de que, como se trata de un tema muy sensible, permanentemente están 
lloviendo iniciativas que en realidad no van a tener ningún efecto, porque cada cual hace lo que quiere. Si 
hay algo que se precisa es que todos coincidamos, como un marronazo en el mismo clavo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, agradecemos la presencia del señor Ministro 
y del Secretario de Transporte. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


